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DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala y Jorge Orrico. 


ASISTEN: Señores Representantes Adriana Peña Hernández, Luis Alberto Lacalle Pou, Sergio Botana, 
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INVITADOS: Por el Directorio de ANTEL: ingeniera María Simón, Presidenta; doctor Edgardo Carvalho, 
Vicepresidente; ingeniero José Saldías, Gerente General,;y contador Daniel Santisteban, 
Gerente de Recursos Humanos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a traer a colación un planteo viejo. Hace algunas sesiones la 
Comisión recibió a una delegación de Inspectores de Educación Física del Ministerio de Turismo y 
Deporte y quedó sobrevolando -por usar un término característico en la jerga política- la oportunidad 
de pedir la comparecencia de algún representante de dicha Cartera -del señor Ministro o de quien él 
indique- a los efectos de arrojar luz al planteamiento que recibimos. Creo recordar que expresiones de 
los distintos colegas representantes de las distintas bancadas fueron concordantes en cuanto a que sería 
importante tener la versión de la Administración. Como es habitual en la Comisión, a la hora de recibir 
un planteamiento se convoca a la contraparte. 


En función del fárrago de cosas que tiene esta Comisión, que a veces nos lleva a perder la pista de algunos 
temas, quiero volver a traer este asunto a colación para concretar una entrevista a través del señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a la Comisión que la semana pasada me comuniqué con las 
autoridades del Ministerio de Turismo y Deporte para hablar sobre este tema y hoy a la mañana el 


Director General, el señor Carámbula, me informó telefónicamente sobre el asunto en forma somera y 
me dijo que estaba a nuestra disposición. Por lo tanto, si les parece del caso, le plantearíamos que 
concurriera. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quiero hacer otro planteamiento. 


Oportunamente, la Comisión había resuelto realizar una actividad sobre la negociación y la regulación del 
conflicto colectivo, es decir, todo lo vinculado a la problemática de las ocupaciones. Consideramos que sería 
positivo realizar algún evento que cuente con la presencia de algún experto internacional a fin de que con la 
anuencia de la OIT y de CINTERFOR en Montevideo, se pueda tener una visión más amplia. De pronto, 
podría concurrir alguien fuera del sistema que nos hablara del derecho comparado. 


En ese sentido, consultamos a Daniel Weinberg de CINTERFOR, quien nos planteó dos grandes opciones: 
invitar a la OIT y que esta nos envíe a alguien desde Ginebra -en especial mencionó a un argentino que está 
muy interiorizado en estos temas- o, de lo contrario, invitar a alguien muy avezado en el tema, como el 
doctor Mario Ackerman, que es miembro de la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones de la OIT y vive en Argentina y desarrolla su tarea allí. Posiblemente, su visita no sería 
aprovechada en su totalidad si solo viniera a la Comisión, más allá de que esta visita lleve a cabo un 
seminario muy plural. Consideramos que sería más oportuno organizar una pequeña agenda para que se 
entreviste en forma personal con el PIT-CNT, con las cámaras empresariales y para que también asista a 
nuestro seminario. Todos sabemos que estos eventos se deben planificar con dos o tres meses de anticipación 
por lo que tendríamos que ir fijando una fecha concreta para hacérsela llegar al señor Weinberg. Voy a dejar 
al señor Presidente un modelo para que lo reparta, en el que figuran las características que ya habíamos 
conversado. De pronto podríamos ir fijando una fecha para octubre, porque la OIT tiene una agenda bastante 
amplia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese tema ya lo habíamos conversado en la Comisión y con el señor Ministro, 
y me parece muy positivo. CINTERFOR no se especializa en esta área ya que estos temas dependen de 
OIT Chile, ni siquiera de Buenos Aires, de donde depende solo el Proyecto RELASUR y el Proyecto 
MERCOSUR Solidario. El viernes a la mañana me voy a reunir con el Director de la OIT Chile - 
adonde voy a concurrir por otro tema- y le voy a plantear este asunto, ya que creo que no solo sería 
bueno contar con la presencia del señor Ackerman, sino también del argentino Jeringón. De pronto 
podríamos fijar el evento para los primeros días de noviembre. 


SEÑOR BENTANCOR.- Habría que hacerlo a la brevedad porque este año va a estar poblado de 
discusiones parlamentarias y capaz que la Comisión tiene algún traspié. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconvenientes, así se procederá. 


(Ingresa a Sala el Directorio de ANTEL) 


La Comisión de Legislación de Trabajo da la bienvenida a la delegación del Directorio de ANTEL 
integrada por la ingeniera María Simón, Presidenta; el doctor Edgardo Carvalho, Vicepresidente; el ingeniero 
José Saldías, Gerente General, y el contador Daniel Santisteban, Gerente de Recursos Humanos. Muchas 
gracias por responder a nuestra invitación. 


El motivo de la convocatoria ya lo conocen. Hemos estado conversando con algunos representantes de los 
guardahilos, así como también con representantes de los cabineros y cabineras del interior. 


La Comisión había analizado la posibilidad de realizar la convocatoria del Directorio para intercambiar ideas 
sobre este tema, pero luego recibimos formalmente un pedido del señor Diputado Lacalle Pou solicitándola 
expresamente. 


SEÑOR LACALLE POU.- Son más de doscientos uruguayos los que en este momento están viendo si 
mantienen o no su fuente de trabajo. Estas personas desempeñan esa tarea a lo largo y ancho de todo el 
país de buena manera -según consta en informes de asesores del Directorio de ANTELE-, por lo menos 


en un amplio porcentaje. Pero con la integración irregular del nuevo Directorio de ANTEL han 
empezado a ver su fuente laboral amenazada, supuestamente por algunas políticas llevadas a cabo. 


El primer inciso del artículo 7” de la última Ley de Presupuesto dice: "Autorízase al Poder Ejecutivo, a 
propuesta de los Incisos de la Administración Central y a los órganos y organismos comprendidos en los 
artículos 220 y 221 de la Constitución de la República, a celebrar contratos de función pública con aquellas 
personas que, a la fecha de promulgación de la presente ley, se encuentren desempeñando tareas propias de 
un funcionario público, con carácter permanente, en régimen de dependencia, y cuyo vínculo inicial con el 
Estado se hubiera desvirtuado en algunos de sus elementos esenciales, siempre que el mismo se hubiera 
iniciado antes del 1* de enero de 2001". O sea que ANTEL tiene la norma habilitante para solucionar este 
problema, si así lo quisiera. 


Por otro lado, hay una Resolución del Directorio de ANTEL del 19 de abril, la N* 503/06, en la cual se 
establece cómo se van a dar las futuras contrataciones, entre ellas las de los guardahilos. Es un criterio que 
ANTEL se da a sí misma, por encima de lo que establece la Ley de Presupuesto. Esa resolución del 19 de 
abril hacía una referencia a un texto legal, que es el artículo 187 de la Ley_N* 17.930; el instructivo para la 
aplicación de esta ley tiene once numerales. Pero el 31 de mayo de 2006 se procede a nombrar otro 
guardahilos, y el 14 de diciembre de 2005 se había procedido a nombrar otro. Se me dirá que fue en 
sustitución de otros que dejaban sus tareas, pero de hecho, el titular de un nuevo servicio de guardahilos es 
otra persona, o sea que por un lado ANTEL dice que la designación se va a hacer de una manera, pero la hace 
en forma distinta. 


En todo este largo proceso que ha habido con relación a los guardahilos se alega una supuesta no relación de 
dependencia entre los guardahilos y ANTEL, cual si no fueran funcionarios con todas sus atribuciones. Pero 
hace pocos días se les establece una extensión de horario y un nuevo horario. Entonces, si no son 
funcionarios y trabajan de determinada manera, es muy raro que se les establezcan nuevos horarios. 


A pesar de estas idas y venidas, aparentemente el Directorio de ANTEL estaría conversando con los 
guardahilos para llegar a una solución a su problemática, visto que, además, en su gran mayoría cumplen su 
función en buena forma. Pero, al mismo tiempo, muchos de los titulares de esta tarea han iniciado un juicio 
contra ANTEL. Muchos ya han ganado en primera instancia, y el juicio está en segunda instancia. Tenemos 
entendido que en algunos estrados judiciales ya se ha fallado a favor de los guardahilos, lo que significaría 
una erogación importante para el Estado, o sea, para quienes contribuimos con ANTEL. 


La negociación que estaba llevando a cabo el Directorio de ANTEL venía por otro carril -no sé si en la 
persona de la Presidenta o del Vicepresidente, que son los dos miembros que tiene el Directorio de ANTEL 
hoy en día- y, de repente, se estancó. Nosotros consideramos que lo más grave -y por eso, en parte, fueron 
invitados-, es que al momento de dar el "sí" y luego de que la propuesta fue mandada por ANTEL y aceptada 
por el sindicato de los guardahilos, se sugiere a los guardahilos desistir de los juicios contra ANTEL. De ser 
cierto, nos parece un hecho gravísimo que la fuente laboral de algunas personas esté siendo condicionada por 
reclamar otro derecho que tiene cualquier ciudadano: el de recurrir ante la Justicia si ve sus derechos 
lesionados. 


Con la preocupación por la fuente laboral de más de doscientos compatriotas y con la alarma, de ser cierto -y 
subrayo: de ser cierto-, de que se esté ofreciendo una solución a cambio de que se desista de los juicios, es 
que ansiosamente queremos escuchar las explicaciones del Directorio de ANTEL. 


SEÑOR BENTANCOR.- Más allá de que existen dos o tres temas puntuales que se han presentado en 
la Comisión hace un tiempo, tanto el referente a los guardahilos como el de los encargados de cabinas 
de distintos lugares del interior, creo que esta es una oportunidad importante para conocer la política 
general del Directorio de ANTEL con respecto a su personal, es decir, cómo ha encontrado la plantilla 
de personal y cómo está encarando -si lo está haciendo- una eventual reestructura, su adecuación a la 
situación que tiene por delante, sin perjuicio de avanzar a lo particular. 


Creo que uno de los criterios que debería seguir esta Comisión para tener una verdadera relación de hechos es 
ir de lo más importante y general a lo particular. Me parece que sería bueno, como es habitual cuando 
comparecen aquí autoridades de las distintas empresas, que el Directorio de ANTEL realice el planteo puesto 
que ya ha recibido la versión taquigráfica correspondiente, conoce bien las posiciones de los gremios que han 


estado presentes y lo que se ha discutido en la Comisión. Repito: en general, las autoridades que comparecen 
en la Comisión son las que intervienen dando un primer pantallazo de cómo están parados frente a los temas 
planteados y dan una primera apreciación, dado que ya tienen el material de la Comisión, las interrogantes, 
las preocupaciones e, incluso, las denuncias efectuadas por los trabajadores que, en su momento, recibimos 
aquí. 


SEÑOR BOTANA.- Yo también quiero plantear el tema de las agencieras de ANTEL del interior de la 
República. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me parece que hemos escuchado un planteamiento concreto y una 
serie de interrogantes del señor Diputado Lacalle Pou, con relación a uno de los tres temas para los que 
fue citado el Directorio. Hemos escuchado una sugerencia del señor Diputado Bentancor en el sentido 
de dejar hablar al Directorio de ANTEL y el señor Diputado Botana manifestó su buena disposición de 
esperar -como lo haremos los demás, a los efectos de intervenir en el debate en este tema. Supongo que 
el Directorio de ANTEL está dispuesto a quedarse hasta que hablemos de todo y hasta que se contesten 
todas las preguntas. Por lo tanto, sugeriría que el Directorio se exprese con la mayor amplitud, como 
corresponde, y después podremos intervenir en el debate los Diputados que queramos hacerlo. 


SEÑORA SIMÓN.- Vamos a seguir la línea que sugiere el señor Diputado Bentancor de describir el 
problema de los recursos humanos en forma genérica. 


Agradecemos la convocatoria porque a nosotros nos importa mucho mantener la comunicación con el Poder 
Legislativo -aunque ambos roles sean diferentes-, apuntando a una visión del país más allá de partidos - 
aunque haya discrepancias-, en la que todos sepamos hacia dónde vamos, qué estamos haciendo mediante las 
disposiciones que se dictan y cómo tomamos medidas de tipo ejecutivo. 


Voy a dar un panorama general y luego cederé la palabra al Vicepresidente de ANTEL para que aborde 
aspectos más complejos y de naturaleza legal. 


Sin lugar a dudas, el problema de los recursos humanos es el más complejo que hemos recibido, mucho más 
que los tecnológicos, los de inversiones y los de competencias; estoy comparándolo con temas realmente 
importantes. El problema más grave es el de los recursos humanos porque encontramos una situación muy 
caótica, consecuencia de los años de prohibición de ingreso a la función pública y de los modos de 
administración que fueron complicados y que son discutibles. 


En cuanto al personal de ANTEL, es decir, los funcionarios en el sentido absoluto y estricto de la palabra, 
tenemos problemas muy serios que estamos propugnando reordenar. El Directorio de ese entonces propuso 
una reestructura; se le concedió el 25% de la cantidad de dinero necesaria para hacerla y, en lugar de ver qué 
se podía hacer realmente con ese 25%, realizó la cuarta parte de la reestructura que se había propuesto hacer. 
Eso generó una cantidad brutal de retribuciones distintas porque la retribución de una persona depende de 
dónde proviene -de acuerdo con los escalafones anteriores- y de su destino en el escalafón futuro proyectado, 
al que todavía no se llegó. De eso hace ocho años, pues fue en 1998. Entonces, en ese tiempo se mantuvo un 
conjunto de escalas salariales. Si estas dependen del origen y del destino, y en el origen había 7 clases y en el 
destino 6 distintas, se generó el producto, y estamos en alrededor de 40 remuneraciones diferentes, lo cual 
provoca, además de la complejidad obvia, el hecho de que no siempre a la misma tarea le corresponde la 
misma remuneración. Esto es un problema de justicia hacia las personas y también de gestión de la empresa. 
Al gerente no le resulta tan fácil conducir un grupo y encargar tareas a personas que, a pesar de cumplir la 
misma función, nominalmente cobran distinto. 


A esto se agrega un panorama de compensaciones variadas, que se obtuvieron a través de reclamos parciales 
y que se fueron satisfaciendo sin una visión completa de la empresa. Esto ocasiona un problema en la interna 
que estamos resolviendo paso a paso, porque no se puede disponer de esa cantidad de dinero ni afectar las 
tarifas, sino que debe resolverse pensando en una mejor eficiencia de la empresa, compactando las escalas 
salariales y repensando la estructura para que sea lógica, justa y fácil de gerenciar. 


Al mismo tiempo, estamos pensando también en el gerenciamiento, es decir, si son correctas las divisiones 
que tenemos, la cantidad de gerentes -que, adelanto, nos parece excesiva- y si corresponden a las 
necesidades, porque dado que las telecomunicaciones cambian tanto, es normal que también las estructuras 


de las empresas de telecomunicaciones acompañen los cambios, fundamentalmente, buscando la mayor 
eficiencia, teniendo en cuenta que estamos en competencia. Aunque no fuera así, no tenemos derecho a no ser 
eficientes y a no brindar el mejor servicio posible, porque estamos administrando dinero de todos los 
uruguayos. Esto es lo que tiene que ver con el panorama interno, que ya es bastante complicado, aun cuando 
eran funcionarios sin ningún tipo de discusión. 


Además, encontramos contratos desvirtuados, como por ejemplo, los becarios, que son el caso más típico. 
Algunos de ellos entraron como becarios, se recibieron y ya tienen casi diez años trabajando; en general, lo 
hacen bien, a satisfacción. Creo que la mayoría ya tiene hijos y en cualquier momento alguno va a tener 
nietos. Esto se está resolviendo a través de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que creó un mecanismo 
para regularizar la situación. El término adecuado es "naturalizar" los contratos, esto es: que se vuelvan 
naturales e ingresen en la Administración. Esto es lo que establece la disposición legal. 


También está el caso de los llamados operadores y operadoras por temporada, que fueron contratados por 
cierto lapso pero en algunos casos permanecieron más años en la Administración; algunos todavía 
permanecen. Este es otro tipo de contrato claramente desvirtuado, ya que ingresó para una función y se 
desempeña en otra. Esta es la esencia del contrato desvirtuado. 


Asimismo, hay tres grupos de empleados que, a nuestro juicio, no están con contratos desvirtuados porque 
fueron contratados de cierta manera, firmaron contrato de provisión de servicios -de los cuales tenemos 
copia-, se desempeñaron en ese marco y continúan desempeñándose bajo esa forma de contrato. Se trata de 
los guardahilos, de los agencieros y, ya más lejanamente, los fleteros, porque nadie pretendería que puedan 
ser funcionarios. 


Es posible que haya otros casos ya que la realidad es extremadamente compleja. En este sentido, hay que 
tener en cuenta el caso de las limpiadoras en los locales de ANTEL en el interior del país, a quienes se les 
hace un contrato muy similar al de las empleadas domésticas. Trabajan en pequeños locales y, muchas veces, 
no es el único trabajo que hacen. 


El caso más raro es el de los que se suele llamar "tercerizados" pero se debería denominar "provistos por 
empresas", del estilo de Manpower; nombro una para dar una imagen rápida acerca de a qué me estoy 
refiriendo. Se trata de empresas que proveen personal. Por eso la palabra más correcta es "provistos". Al 
respecto, también tenemos algún problema y algunas reclamaciones de gente que pretende ser empleado de 
ANTEL a pesar de ser provista. 


Todo eso nos da un panorama bien complejo, en el que hay muchísimas variantes. Voy a recapitular todo lo 
que cité: guardahilos, agentes -propios del medio rural-, limpiadoras de los locales del interior del país, 
personal provisto o tercerizado, y fleteros, que están lejos de formar parte del personal ya que tienen 
contratos de servicio. Esto último prácticamente constituye un alquiler de automóviles con chófer, pero en su 
momento también han presentado reclamaciones. 


Por un lado, esta situación es un problema para los trabajadores y, por otro, para ANTEL, ya que muchos de 
estos contratos no funcionan bien. No pensamos que hayan sido desvirtuados porque, repito, están realizando 
lo que se los contrató para hacer, firmaron libremente un contrato y lo ejercieron pacíficamente, en su 
mayoría durante alrededor de diez años. Pero en este momento aparecen reclamaciones. 


La voluntad del Directorio de ANTEL es disminuir la intermediación en todo lo posible. No hablo de 
eliminar directamente porque hay trabajos que pueden ser muy eventuales o que pueden ser, por ejemplo, el 
mantenimiento de una tecnología que ya consideramos obsoleta y para lo cual no pensamos que sea bueno 
incorporar gente. Siempre que diga "incorporar" me estoy refiriendo a contratar empleados, porque tomar 
gente como funcionario público en el sentido antiguo de la palabra, en este momento no es el objetivo de 
ANTEL, que aspira a su mayor eficiencia. La idea es tomar gente con contrato de trabajo. Aclaro que en el 
régimen de esos contratos de trabajo actuamos muchos gran parte de nuestra vida; se trata de contratos 
correctos y que respetan todas las leyes sociales. 


Estamos pensando en contratar a varios de los tercerizados o provistos. No vamos a contratarlos a todos 
porque hay tareas que son sumamente eventuales. A veces se necesita un conjunto más grande de personal 
porque, por ejemplo, se está implantando un nuevo programa informático, lo cual durará pocos meses, o 


porque se necesita seguir manteniendo un programa informático que ya es obsoleto y que será discontinuado, 
por lo cual no se tiene interés en capacitar personal nuevo. 


En este sentido no soy dogmática y no digo: "provistos, nunca jamás", sino que señalo que queremos 
disminuir los provistos y por qué. Una de las razones es que muchas veces están cobrando sueldos muy 
malos, en particular los de "call centers", que atienden al público; y si se paga mal, se obtiene mala calidad de 
trabajo, además de que no es justo para las personas. Otra razón es que no tenemos suficiente estabilidad, 
pues al tratarse de empleados provistos por una empresa, cuando esta quiere, los puede cambiar de lugar o 
inclusive mandarlos a la competencia, después de que se capacitaron en ANTEL. Esto pasa. Entonces, 
también es nuestro interés mejorar la calidad de la atención. 


En realidad, estamos pensando en una variedad de soluciones. Por ejemplo, ya que empecé a hablar de los 
provistos voy a comentar que en el caso de los "call center” estamos analizando -todavía no hay decisión 
tomada- alguna forma de empresa, propiedad totalmente de ANTEL, que pueda prestar servicios a varias 
empresas del Estado, con el consiguiente aprovechamiento de recursos y contratando directamente a las 
personas, eliminando la intermediación y pagando de acuerdo con los laudos establecidos, cumpliendo con 
las leyes sociales. En este momento hay problemas, en particular, cuando hay una transición de empresas. 
Como se llama a licitación, como una empresa se va y viene otra, en general se termina contratando a las 
mismas personas porque son las que están capacitadas. Pero alguna vez ha pasado -ANTEL exige garantías, 
pero a veces hay que pelear- que al cambiar de empresa al personal no se le quiere reconocer la antigiledad o 
la licencia adquirida. Este es un problema bien importante. 


También tenemos tercerizados en informática; pensamos llamarlos a contrato, directamente en ANTEL. En 
este caso no hay necesidad de crear una institución independiente. 


Ahora, si se me permite, ya que se mencionó previamente, voy a hacer una pequeña reseña acerca de los 
guardahilos, con ese nombre tan llamativo. Esto nace hace tiempo y en el medio rural. En general se trataba 
de gente del medio rural que, inclusive, recorría las líneas a caballo, y tiene el mismo origen que, por 
ejemplo, los medidores de escala de la Dirección Nacional de Hidrografía. Era una tarea que había que hacer, 
pero no implicaba una carga de trabajo como para tener un funcionario propio, ya que, por ejemplo, había 
cuatro abonados para atender o cuatro embalses para medir; muy poquito. Entonces, lo que se hacía era 
contratar a un paisano del lugar para que hiciera esa tarea, además de las que ya realizaba. Ese fue el origen 
del antiguo guardahilos; yo conocí guardahilos así. Después aparecieron los guardahilos urbanos. 


Todas estas historias evidentemente tienen que ver con la prohibición de ingreso a la función pública, que 
hizo que se asumiera la forma de provisión de personal a través de empresas, o que se fuera a esta forma de 
contratos con los guardahilos urbanos. Se trata de un contrato -tenemos copia del mismo y se la podemos 
hacer llegar a los señores Diputados- que ha quedado muy envejecido, porque en esa época no existían otras 
instituciones, como pueden ser las empresas unipersonales. Por tanto, no se hizo bajo las formas que se tienen 
ahora. De todas maneras, estas personas lo firmaron voluntariamente y se desempeñaron de acuerdo a él. 


En todos estos casos que he nombrado -guardahilos, agencieros, inclusive fleteros- hay que consignar algo 
que a nosotros nos parece muy importante, y es que nunca hubo un llamado abierto; no se hicieron llamados 
abiertos tal como dispone la ley. Entonces, en cierto modo estas personas no están legitimadas en el ejercicio 
de sus cargos. Y la ley dispone que deben hacerse llamados abiertos. Para nosotros es muy importante la 
fuente de trabajo de doscientos diecisiete guardahilos, o de trescientos quince agentes telefónicos; y tenemos 
distintas opciones para cada uno. En realidad, no tenemos una única opción, uniforme, pero nos parece que 
es, sí, esencial que haya un llamado a concurso abierto, ya que si bien estos doscientos diecisiete guardahilos 
son importantes, no menos importantes son todos los compatriotas que no tuvieron la oportunidad de 
presentarse a un cargo por no haber habido llamados, y que muchas veces podían ser personas muy 
capacitadas. 


Quiero decir muy francamente que, en su momento, el contrato de guardahilos -sobre el cual se protesta 
como si hubiera sido una injusticia por parte de ANTEL o algo inconveniente para el guardahilos- era una 
prebenda, una ventaja que las personas recibían, las que en su mayor parte cumplieron con el trabajo 
ordenado, pero también conocemos casos en que subcontrataron a otros, siendo que recibían salarios de 
alrededor de $ 30.000. Algunos muchachos egresados de UTU, nos dijeron: "A mí el guardahilos titular me 
paga $ 5.000 y yo hago el trabajo". 


Los nombramientos que se hicieron los últimos meses, a los que se refería el señor Diputado Lacalle Pou, 
normalmente fueron para sustituir al titular, que no hacía el trabajo, por una persona que efectivamente 
realizaba esa labor. Fue la regularización de una situación de hecho. Además, hay que tener en cuenta que 
había que seguir funcionando, por lo que al precisar un guardahilos en determinado lugar, se optó por 
nombrar a quien estaba haciendo el trabajo, con informe positivo de sus superiores. 


Este tema ha sido discutido largamente, mediante un diálogo que yo calificaría como bueno, bien llevado, 
con el sindicato de guardahilos, respaldado en todo momento por el PFIECNT, y con el valiosísimo aporte del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Junto con ellos, llegamos a una solución aceptada por ambas 
partes, que consiste en hacer un llamado público, en no alterar -salvo casos excepcionales- el 
dimensionamiento. En principio, ANTEL podría redimensionar o hacer más trabajo con funcionarios de 
ANTEL, pero tampoco quisimos producir una afectación de las fuentes laborales. Entonces, se concluyó en 
hacer un llamado público, darle un peso importante a la experiencia de los que realmente trabajaron y lo 
hicieron bien -que son la mayoría-, y realizar pruebas, que en caso de llevarse a cabo involucran 
estrictamente el trabajo que hace un guardahilos. Con esto se daba una amplia seguridad en cuanto a que las 
personas que realmente trabajaron conservaran sus puestos de trabajo, además de verse legitimadas ante la 
sociedad, lo que no es menor. Aunque también existe la posibilidad de que alguien pierda el puesto de trabajo 
-eso puede suceder-, pero creemos que hay que abrirle la puerta a todos los que estuvieron excluidos todo 
este tiempo. 


Otro aspecto importante del contrato, que también fue aceptado por el sindicato, es que cobrarían lo mismo 
que los funcionarios de ANTEL que hacen trabajos similares, y tendrían condiciones de trabajo correctas a 
través de este contrato, tal como lo indica la ley, con licencia anual, descanso semanal y todas las 
prerrogativas que tienen normalmente los trabajadores, con definición a priori de las urgencias que tuvieran 
que atender por mes. Evidentemente, en el trabajo hay urgencias. Por ejemplo, en el caso de un hospital que 
se queda sin teléfono, no se le puede decir que espere hasta mañana a las nueve. Los funcionarios de ANTEL 
también cubren las urgencias que se pudieran presentar. Se realizó un convenio entre las partes estableciendo 
las urgencias que se iban a atender. A todo eso se llegó, sin duda, y creo que la solución se encuentra 
encaminada y está bien. 


Quiero decir que existe una situación en cuanto a los juicios que se iniciaron, curiosamente después de 
muchos años de ejercer el contrato pacíficamente. Sobre este tema, cedería la palabra al señor Vicepresidente 
para que explique esta historia de juicios contra la Administración. 


SEÑOR CALVALHO.- Antes de entrar al tema concreto de los juicios, me gustaría referirme a lo que 
planteó el señor Diputado Lacalle Pou con referencia a aplicar al caso de los guardahilos el mecanismo 
de regularización previsto en la Ley de Presupuesto. Si no me equivoco, primero hizo referencia a la 
posibilidad de que dispone ANTEL de celebrar contratos de función pública en aquellos casos en que 
los contratos originales han sido desvirtuados. 


El Directorio del Ente ha analizado este tema y, como acaba de exponer la señora Presidenta, lo descarta por 
completo. La posición del Directorio es que el contrato de guardahilos, regido por el Derecho Civil, no ha 
sido desvirtuado, ha sido ejecutado pacíficamente y así continúa haciéndose, y por lo tanto, no son aplicables 
las normas de la Ley de Presupuesto que se refieren a la regularización de situaciones en las cuales el 
contrato original ha sido desvirtuado. 


Naturalmente, si los señores guardahilos plantean su situación ante la Comisión bipartita -tal como está 
previsto en el mecanismo legal-, esto dará lugar a una decisión del Directorio del ANTEL, que, como todo 
acto administrativo, es recurrible e impugnable por las vías constitucionales y podría llegar a una definición 
en la órbita jurisdiccional. Pero en el momento, la posición del Directorio es que esto no resulta adecuado 
como camino de solución porque el contrato original no ha sido desvirtuado. Rechazamos la posibilidad de 
admitir que el contrato suscrito oportunamente hace muchos años con los señores guardahilos haya sido 
desvirtuado. 


Como decía la señora Presidenta, hemos optado por la vía del llamado público para el contrato de trabajo a 
término. El llamado público es de antecedentes y méritos, y la ley nos impone hacerlo. No podríamos 
proceder por la vía de designaciones directas sino que estamos obligados a cumplir con la ley; debemos 
hacerlo y, por consiguiente, el llamado público se impone. Esto no quiere decir que no estemos dispuestos a 


contemplar en la medida adecuada la experiencia, los antecedentes, el cumplimiento de la tarea por parte de 
estas personas, y creo que respecto de esto hay un acuerdo básico, aceptado por ambas partes a lo largo de 
una negociación que ha llevado muchos meses. 


El aspecto más conflictivo que parece señalar el señor Diputado, es la condición que plantea ANTEL, como 
restricción al ingreso, en cuanto a que no puede contratar a personas que al mismo tiempo estén litigando 
contra la Administración. Esta restricción -que nos parece totalmente legítima- es aplicable, por ejemplo, a 
todos los proveedores de insumos que contrata ANTEL, y rige desde hace muchos años -por tanto, 
proveedores que están en litigio con ANTEL quedan excluidos de las licitaciones a que convoca el Ente-, no 
ha sido extraída de la galera, sino que ha sido planteada de manera clara y expresa en la órbita de la 
Dirección Nacional de Trabajo. Debo decir que tanto el señor Baráibar, Director Nacional de Trabajo, como 
sus asesores, consideraron que esa era una restricción absolutamente legítima, porque la empresa tenía 
derecho a no contratar a una persona que está litigando contra ella. Desde el punto de vista de ANTEL nos 
parece una restricción legítima y estamos dispuestos a sostenerla. 


En este momento estamos administrando una empresa que vive una situación de competencia con 
multinacionales que son cien veces más grandes que ANTEL, y esto establece restricciones en nuestra 
capacidad de recursos. No podemos aumentar las tarifas de la telefonía fija -que a esta altura es nuestra única 
exclusividad- porque se está dando la sustitución del teléfono fijo por el celular, y tampoco podemos 
aumentar las tarifas de telefonía celular porque están en competencia. 


Además, los US$ 20:000.000 que están reclamando estas personas representan una carga financiera que no 
está prevista en nuestros presupuestos. Desde nuestro punto de vista, ese reclamo no es legítimo y nos 
obligaría a incurrir probablemente en un aumento de tarifas para financiarlo, puesto que no veo otra forma de 
hacerlo. En consecuencia, me parece legítimo que ANTEL cuestione judicialmente, hasta la última instancia, 
un reclamo que desde su punto de vista es absolutamente ilegítimo. Estas personas están actuando contra sus 
propios actos; están violando un principio básico de todo sistema de seguridad jurídica: firmaron contratos 
reconociendo -sin que nadie los obligara- que no eran funcionarios de ANTEL, y que su situación jurídica se 
regulaba por un contrato regido por el Código Civil, que ejecutaron pacíficamente y de conformidad durante 
muchos años. Ahora se alzan contra la empresa sosteniendo que su situación jurídica es otra y pretendiendo 
obtener indemnizaciones que individualmente superan, en muchos casos, los US$ 100.000. 


ANTEL ha resuelto oponerse -el Directorio anterior, no el actual, porque las demandas llegaron sobre el final 
de la última Administración- desde el punto de vista legal y ha adoptado esta decisión de carácter restrictivo 
al ingreso de estas personas, lo que nos parece absolutamente legítimo; es algo que, además, cuenta con el 
aval de la Dirección Nacional de Trabajo. 


Es lo que tenía que decir respecto de esto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradecemos las respuestas, que confirman algunas cosas sorprendentes de 
las que teníamos conocimiento; ahora la información es oficial. O sea que se dice que no se va a 
contratar como se venía haciendo, pero se contrata a dos personas, porque urgía teóricamente hacerlo. 
No hubo tiempo para hacer un llamado ni para establecer los mecanismos que se había dado la propia 
ANTEL hacía pocos meses, pero igual contratan como se venía haciendo antes. 


En segunda instancia se confirma, por parte del señor Vicepresidente de ANTEL, que hoy el punto de 
discordia para hacer este llamado es que se desista de los juicios por parte de los "funcionarios" -entre 
comillas- que están litigando contra la administración del Estado en lo que hace a la telefonía. 


Me gustaría que el Directorio de ANTEL ahondara sobre el derecho positivo que le asiste para tomar este tipo 
de medidas -ya que no es una empresa privada, aunque a veces se maneje como tal, sino del Estado- con 
respecto a gente que está haciendo uso de sus derechos como ciudadanos de litigar con quien le plazca y le 
parezca -si es que tiene el derecho de hacerlo- y que en este caso no necesariamente vincula a ANTEL. 


Tengo aquí los términos de un llamado -la conversación se daba con el Vicepresidente de ANTEL- que les 
daría a casi todos la posibilidad de quedarse, de acuerdo con los puntajes y la experiencia, etc., salvo que 
alguno no cumpliera con las tareas que debiera realizar. 


Reitero: hoy la piedra de la discordia es que ANTEL no está dispuesta -no sabemos nosotros basándose en 
qué derecho positivo- a contratar a esta gente, cumplan bien o mal su función -eso se determinará según los 
términos del llamado-, porque está litigando contra el Estado. 


SEÑORA SIMÓN.- No soy jurista; voy a contestar desde el punto de vista del sentido común absoluto 
y de la operativa de la empresa. 


Repito: esto en su momento se dio como una prebenda y ahora se reclama como si fuera un trabajo 
sacrificadísimo y espantoso. 


SEÑOR LACALLE POU.- Lo de prebenda corre por su cuenta. 


SEÑORA SIMÓN.- Lo digo y bajo mi responsabilidad, ¡sí, claro! Pero lo sé. Hubo gente que me lo 
comentó. Le decían: "¡Dale! ¡Presentate!" El otro respondía: "Pero si eso no lo sé hacer". "No 
importa, mandás a otro, así tenés una jubilación". 


En este momento están atendiendo, como promedio, un reclamo y medio por día. Tampoco es para matar a 
nadie. 


¿Los que se contrataron? Y sí, no estimo que sea algo contradictorio. Mientras tanto, hay que seguir el 
mantenimiento. El llamado, efectivamente, no salió, porque estamos en un complejo proceso de negociación. 


Creo que no hay que fijarse en lo menos, sino en lo más. Se acordó una cantidad de aspectos importantísimos 
con gente que en principio quería ser funcionario y chau. Cambió mucho su actitud y cambió la nuestra 
también; si hubiera sido por nosotros, quizás hubiéramos hecho un redimensionamiento mucho más fuerte, 
pero las negociaciones son así. 


La negociación fue buena y se contemplaron los intereses de ambas partes. Los que se contrataron eran los 
que habían hecho el trabajo en forma efectiva, y en ello no veo contradicción alguna. ¿Por qué había que 
hacerlo? Porque la gente no tiene que quedarse sin teléfono. En esa zona, si bien el promedio es bajo, se 
necesitaba a esas personas. Los promedios son promedios y a veces la división geográfica puede 
contradecirlos en algunos casos. 


En cuanto a no contratar con quien ha entablado juicios, como dice el Dr. Carvalho, es lo que aplica ANTEL 
con sus proveedores: no contrata con quien tiene un juicio contra la Administración. Ya hay una situación 
problemática que va a ser difícilmente compatible con una buena relación de trabajo conjunto o de ejecución 
de un contrato. Como me decía una persona de buen criterio -y discúlpeseme la informalidad-: "Si yo 
contrato a una persona para que me haga el piso de la cocina, la persona acepta el precio, me lo hace y 
después me reclama que yo tendría que haber pagado el doble, cuando tenga que contratar a alguien para 
hacer el piso de cuarto de baño, ¿voy a contratar a ese mismo?" Y, no, porque ahí hay una relación 
problemática. 


Por supuesto que cada uno tiene el derecho individual de seguir por donde quiera y tampoco dijimos que para 
presentarse no se debe tener ningún tipo de juicio; lo que sostuvimos es que para firmar un contrato no hay 
que tener ningún tipo de juicios. El matiz, como captarán los señores Diputados, es bastante distinto. 


También quería referirme al único juicio, en mi conocimiento, en el cual ANTEL perdió. En realidad fue 
porque se la tipificó en rebeldía. Se debió a que un funcionario que se desempeñó muy mal y está sumariado, 
no pasó el cedulón del Juzgado cuando debía y ANTEL no compareció. Fue por eso que se perdió, muy 
lamentablemente. 


Y hay un tema más que, a fuer de sincera, también voy a decir, que son los honorarios de los abogados que 
los están defendiendo y que creo que son una de las mayores presiones para que los juicios no se abandonen. 
De eso no se tiene que hacer responsable ANTEL. 


SEÑOR BOTANA.- Voy a hacer uso de la palabra aquí en mi condición de Representante por un 
departamento, y creo que en el legítimo derecho de hacerlo en el marco de una Comisión a la cual no 


pertenezco y de la que ni siquiera soy delegado de sector. 


De cualquier modo, nuestra investidura como Representantes habilita la posibilidad de exponer en estos 
temas, pero además la obligación de representar, porque en esta Comisión se da un hecho bastante particular. 
Esta es una de las Comisiones muy especiales del Parlamento en la cual, por la concentración de lo que es la 
actividad sindical y laboral en el país, en general sus integrantes son aquellos vinculados al área del trabajo, 
al área gremial del trabajo, y por lo tanto difícilmente sean aquellos del interior de la República; y en este 
caso lo que tenemos afectada es justamente esa realidad de nuestras comunidades más pequeñas. Lo sabrá 
muy bien el Diputado Manuel Barreiro, que sí es integrante de esta Comisión y que sí es Representante de un 
departamento del interior de la República. 


Hecha esta aclaración, señor Presidente, quiero decir que concibo a esta Mesa y a este llamado como un 
espacio para el entendimiento en momentos en que se nos plantean situaciones de difícil y poco clara 
resolución en el marco del derecho. Aquí estamos para trabajar soluciones de carácter político que, 
obviamente, después se transformarán en decisiones en los órganos institucionales correspondientes. No 
estamos acá para administrar justicia, en la medida en que la administración de justicia corresponde a otro 
Poder del Estado y, en ese caso, se dirimirán casos en los juicios. Estamos acá para conseguir algunos 
entendimientos. 


Querría enfocar este tema en conjunto porque creo que debe haber coherencia en las políticas de un 
organismo. Quiero enfocar en conjunto el problema de las agencieras -las que nosotros llamamos las 
cabineras de ANTEL- en el interior de la República, con el de los guardahilos y también con el de los fleteros 
que, desde mi punto de vista, son idéntica cosa. No hay diferencia entre los guardahilos y los fleteros, en la 
medida en que unos están afectados al cumplimiento de un servicio de reparación de aparatos telefónicos y 
de cuidado de líneas y los demás a otros servicios, pero todos disponiendo de un vehículo particular y de su 
trabajo. 


Quería enfocar esto desde tres puntos de vista: desde la cuestión vinculada a lo social; desde los números y la 
economía del ente, de la empresa pública ANTEL, y por supuesto, conversar algo sobre la naturaleza jurídica. 


Nadie desconoce -y nos consta que el Directorio de ANTEL no lo desconoce y, por lo tanto, no me voy a 
extender en esto- cuál es la función social enorme que cumplen como servicio al país las agencieras de 
ANTEL en el medio rural. Son el único espacio para dejar un mensaje y que el mensaje llegue porque, por 
suerte, no son sustituibles por la tecnología. Un teléfono tarjetero no recibe el mensaje. Y no le podemos 
pedir a aquel que anda en el medio del campo todos los días que ande con una tarjeta para venir a hablar a un 
teléfono tarjetero; además, tendría dificultades para comprar la tarjeta también, y la tarjeta se 
desmagnetizaría. Además, cuando alguien pretende llamarle para avisarle por un problema de salud, de 
trabajo o de lo que sea, sabemos cómo funciona el mecanismo: es la agenciera la que recibe el mensaje y 
manda a su hijo, a su esposo o recorre ella 3, 4, 5 0 15 kilómetros para llevar el mensaje, o espera 
pacientemente a que pase la persona, la vea en el pueblo y le pueda trasmitir el mensaje; todo depende de la 
urgencia. Pero ese servicio, desde el punto de vista social, tiene una importancia inconmensurable. Es más: 
creo que cuando ANTEL hace su publicidad -que la sigue haciendo- bueno sería que le cuente al país de este 
servicio público que realiza en los lugares donde no hay nadie más que pueda trasmitir esos mensajes, tan 
importantes para la vida de la gente. 


El problema de los guardahilos ha sido claramente expuesto por la Presidenta. En este momento, los 
guardahilos hacen un servicio y medio por día como promedio; eso quiere decir que los teléfonos están todos 
bien. Felicitaciones a los que crearon esta solución porque todos nos criamos en el país donde faltaba el 
borne y donde se rompía el teléfono y pasábamos diez, quince o veinte días para encontrar la solución. Hoy, 
gracias a Dios y al trabajo de los señores guardahilos, el mantenimiento de la telefonía es casi perfecto, 
porque estamos hablando de un teléfono y medio de reparación por día. También es verdad que cuando ha 
habido problemas, crisis, en varios departamentos, los teléfonos se han reparado todos en tiempo récord. 


Desde el punto de vista de la economía del ente, de la empresa pública -que es algo que tiene que proteger 
este Directorio de ANTEL, como todos los Directorios-, queremos trasmitir en esta mesa una propuesta que 
hemos hecho llegar para el caso de las cabineras a algunos Presidentes o Vicepresidentes de algunos 
organismos para que lo trasladen a la Mesa de Presidentes de Entes. No sé si la hemos hecho llegar a la 
Presidenta de ANTEL y al señor Vicepresidente; la propuesta es que, para hacer rentables a estas cabinas en 


el caso de que no lo fueran, se proceda a que en aquellos lugares donde existen servicios de UTE y de OSE y 
no existen servicios administrativos de estos organismos, sus servicios de cobranza se hagan en las cabinas 
de ANTEL, por supuesto que con un pago compensatorio para ANTEL. Con esto tendríamos una solución 
para la gente, que no tendría que pagar en ese día indicado que va la camioneta y que la persona estará o no 
presente y tendrá o no el dinero, sino que la gente dispondrá de sus plazos y podrá servir sus pagos de manera 
más cómoda y correcta. A su vez, le damos rentabilidad y un nuevo uso a estas cabinas, amén de los servicios 
de la propia empresa que se podrían comercializar -celulares, etcétera-, el acceso a Internet rural, servicios de 
fax y otros que desconocemos o no recordamos, pero que en ANTEL están bien presentes y de los cuales hay 
alguna experiencia. Conocemos alguna en el departamento de Cerro Largo, donde en zonas rurales se han 
puesto a disposición nuevos servicios y tuvieron un éxito enorme en su comercialización. Por lo tanto, parece 
ser una buena solución encaminar la rentabilidad de estas cabinas, que tienen altísima rentabilidad desde el 
punto de vista social como todos lo entendemos, pero que desde el punto de vista financiero del organismo en 
algunas zonas tienen pérdida. 


Obviamente, la rentabilidad de los guardahilos es enorme, primero porque el servicio se presta con eficiencia 
y porque, además, si no me equivoco, ANTEL incluye dentro de la cuota que cobra, un cargo fijo que tiene en 
parte como destino pagar, justamente, este servicio de mantenimiento. Uno de los destinos del cargo fijo que 
cualquier usuario tiene en la telefonía básica es pagar el servicio de mantenimiento, y ese cargo fijo supera 
largamente lo que el costo de un guardahilo pueda suponer. Así no fuera este exactamente el destino, es 
imposible que con las remuneraciones actuales de los servicios ANTEL pueda servir con la misma eficiencia 
y del mismo modo con prestación propia el servicio en esos niveles de costo y de velocidad de respuesta. 


No me gusta escuchar la afirmación de la Presidenta respecto de la prebenda. Que no le pase a la Presidenta 
lo que le ha pasado acá hace pocos días al señor Viera, que ha tenido que salir a pedir disculpas en el marco 
de la Comisión. Sinceramente, no sé si esto es una prebenda. 


(Interrupciones) 
——El señor Viera me pidió disculpas. Alcanza con leer la versión taquigráfica. 


No sí si esto es una prebenda o fue una solución. ¿A qué costo serviría este mantenimiento ANTEL en el caso 
de no hacerlo de este modo? 


Creo que nos conviene abandonar la actitud militante de propaganda política en la cual la descalificación al 
otro es materia fácil, para entrar en el camino del mandato, de la realidad y del respeto a los derechos de los 
demás, a las demás personas. Sinceramente, creo que si acá hay prebendas, si acá hay delitos, si acá hay 
irregularidades, que se planteen en los ámbitos correspondientes, que son los de la Justicia. 


Creo que un Gobierno es absolutamente irresponsable si se dedica a hacer propaganda de carácter político y 
mal calificando a los demás, porque eso tiene riesgos enormes; tiene el riesgo de la respuesta, y la respuesta 
siempre llega, y llega por el lado menos pensado. 


Personalmente conozco a varios de los señores guardahilos. Aclaro que nunca me tocó participar en el 
ingreso a la función pública de ninguno de ellos, y a mi sector político tampoco, pero los conozco desde el 
punto de vista personal y los sé personas de honor que cumplen su función con abnegación, que trabajan 
absolutamente en serio y que se han vuelto prácticamente imprescindibles para la función del ente en los 
lugares del país en los que al aparato ANTEL no le es tan fácil llegar. 


Sobre la naturaleza jurídica de la función, tenemos una buena mezcla. Existen contratos y existen aportes de 
ANTEL como si fueran empleados las cabineras, los fleteros y los guardahilos. Existe una mezcla en la cual 
en algunas áreas de la actividad aparecen como empresas tercerizadas y en otras áreas aparecen con 
renovación automática de contratos, con aportes como funcionarios, etcétera. Por lo tanto, creo que cuando se 
hacen estos enredos lo único que cabe es la solución de carácter político; no hay otra solución. La solución es 
de carácter político y después, hacia el futuro, quizás podamos trabajar en la regularización de las formas. 
Aparecerán otras áreas de confusión, por supuesto. El derecho siempre va detrás de la realidad; siempre va a 
ir de atrás, pero nuestro país -gracias a Dios- tiene una institucionalidad que funciona bastante bien. Es parte 
de la herencia bendita que tenemos, no de la maldita. 


Con relación a los fleteros, la naturaleza jurídica es exactamente igual. En cuanto a los costos, solo a los 
funcionarios de ANTEL que vinieron a la Comisión se les ocurre que pueden prestar el servicio con menor 
costo que el actual. 


Y una sorpresa; aquí le señalaría a la señora Presidenta que hay hasta una incoherencia de políticas, para que 
esto sea observado no como reproche, sino como sana crítica a un Directorio que creo que trabaja con buenas 
intenciones. Es muy raro que ANTEL quiera tener flota propia de fleteros y que no quiera desarrollar los 
programas informáticos con sus propios funcionarios. ¿Por qué comprar si se tiene capacidad de desarrollar e 
ir a hacerse cargo? ANTEL no es mecánico, no es fletero; ANTEL es una empresa de telecomunicaciones. 
Ayer nos lo dijo este mismo Directorio: no fabrica los lápices con los que trabaja; creo que esa fue la frase. 
Entonces, creo que sería bueno que avanzáramos en el diálogo y en hallar soluciones. 


En el caso de los fleteros, en el caso de los guardahilos, en el caso de las cabineras, donde veo que ya hay un 
avance significativo en ese sentido -creo que hay por lo menos un compromiso-, me gustaría que se 
materializara en el reconocimiento del carácter de funcionario público porque así terminamos de una vez por 
todas con el tema, damos una solución de estabilidad y evitamos el riesgo que significa para un administrador 
lo que puede ser la pérdida de un juicio. El riesgo jurídico es materia que también debe ser cuidada por un 
buen administrador. 


Entonces, también acá, desde el punto de vista práctico, la cosa es fácil. ¿Por qué arriesgar lo que se puede 
solucionar? Si vamos a enfrentar los mismos costos en el futuro ¿por qué sumar el riesgo de una pérdida 
millonaria en dólares? No tiene mucha lógica desde el punto de vista de la economía del ente y de esos 
pesitos que estamos tan preocupados por cuidar. 


Creo que acá habría que abrir el diálogo; creo que esto es lo más conducente. Tengo la certeza de que se 
podrá conseguir la buena voluntad para que las partes depongan su actitud de pelearse y se dispongan a 
entenderse hacia el futuro. Sinceramente, creo que la extorsión de una de las partes no cabe, y menos la 
extorsión con la comida de los hijos de la gente. No; eso no cabe. 


(Interrupciones) 
———AsÍ de grave es. 
Pero vale lo mismo para estos funcionarios como para todos los trabajadores de este país. 


Como estas cosas son de este carácter, más vale que las conversemos de este modo en este lugar donde 
políticamente podemos alcanzar soluciones. Acá bien vale el diálogo. Vale la pena conversar y entendernos, 
no caer en riesgo jurídico, conseguir estabilidad para todos, y que las partes renuncien a buena parte de sus 
derechos para conseguir soluciones de estabilidad para todos. Eso es lo que creo que corresponde. 


SEÑORA SIMÓN.- Creo que hay algunos malentendidos que es mejor levantar pronto para no seguir 
por esa vía. Si hay un malentendido, si hay un error -que, por supuesto, es de buena fe-, más vale 
aclararlo enseguida. 


Voy a empezar por el final. Con respecto a tomar gente como funcionarios públicos del viejo régimen, no es 
la tendencia del Directorio de ANTEL porque entendemos que la empresa tiene que manejarse con suma 
agilidad y eficiencia y que es mejor un contrato de trabajo -como dijo el señor Diputado Lacalle Pou- que, 
respetando todas las leyes y los derechos de los trabajadores, le dé una mayor agilidad, en un entorno de 
cambio tan permanente y tan rápido como estamos viviendo. Esa es una de nuestras hipótesis de trabajo y no 
va en disidencia para nada -diría que va en coincidencia- con las anunciadas reformas del Estado, en las que 
todavía se está trabajando, pero que van en un sentido de mayor agilidad y, por otro, de evaluación constante 
de lo que hace el funcionario, y prolongación o no del contrato, según su desempeño. Esa es nuestra línea: los 
contratos. Y como ya dije, estamos pensando en los contratos de tercerizados directamente por ANTEL a 
través de organismos a crearse. En general, esa es la vía por la que pensamos caminar. Hay un cambio de 
óptica en el país y el Estado paternal no puede seguir funcionando como antes. Esa es la primera afirmación 
que quería hacer, porque creo que se basa en una mala información. 


En cuanto a los fleteros, de ninguna manera ANTEL quiere tener flota propia. No sé de dónde surge esa 
información. ANTEL está haciendo un llamado a licitación para autos con chofer, es decir, para fleteros, con 
el mismo estilo de los que hay porque, como todas las compañías públicas y privadas, la manera de mejorar y 
de verificar que se están pagando precios de mercado es hacer llamados de licitación periódicos. Como ya 
mencioné, los actuales fleteros, los guardahilos y los agencieros no entraron a través de un llamado a 
licitación. 


SEÑOR BOTANA.- Ningún funcionario lo hizo. 
SEÑORA SIMÓN.- Hay otros funcionarios que sí lo hicieron, como por ejemplo, los becarios. 


(Diálogos) 


Entonces, ANTEL de ninguna manera está propugnando tener una flota propia; tiene autos oficiales para 
algunos usos que, en general, son para los que van al interior o realizan viajes largos. Incluso, tenemos un 
estudio de auditoría -que no solo pretende detectar irregularidades sino mejorar procedimientos- que está 
muy bien porque establece para qué tipo de tareas es más indicado cada uno de los modos de transporte que 
tiene ANTEL, como el contrato de autos, con o sin chofer, el uso de vehículo del propio funcionario o 
contratado con una compensación, el uso de vehículo oficial y el pago de vales de taxímetro. Las formas de 
transporte dependen de la eventualidad de la tarea, de la distancia a recorrer, de si la persona puede estacionar 
fácilmente, si lleva herramientas que corren peligro de ser robadas, etcétera. Hay todo un entorno que hace 
que las formas de transporte sean distintas. 


Repito: ANTEL no tiene ningún plan de aumentar su flota oficial; tiene el plan de mantenerla y, en ese 
sentido, compró camionetas de trabajo para sustituir las que ya tenía, que contaban con un altísimo costo de 
mantenimiento. Lo que está haciendo ANTEL es un llamado a licitación que nunca se había hecho y quizás 
de esto haya surgido la creencia del aumento de flota. Creemos que hay que hacer un llamado público porque 
es la manera de verificar si los precios que estamos pagando son buenos y correctos. 


Con respecto a los guardahilos, hay que aclarar que el mantenimiento de las líneas no lo hacen solo ellos; son 
complementarios al personal de ANTEL -a diferencia de lo que pensaba el señor Diputado Botana-, son una 
parte de ese funcionamiento del que nosotros también nos alegramos. Tampoco entraron mediante llamado 
público; eso es objetivo. Sobre el otro aspecto puede haber opiniones, pero es absolutamente objetivo que no 
hubo llamado público de ningún tipo. En ambos casos estamos en la fase de entendimiento. Con respecto a 
los guardahilos, ya dijo el Vicepresidente que hubo meses de diálogo -apoyados por el PIT-CNT y por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- en que se aceptó la parte más importante, es decir, que hubiera 
llamado público, acuerdo de salarios y de condiciones de trabajo. En todo caso, lo que está en discusión son 
los juicios pendientes, y yo creo que se van a terminar resolviendo a nivel individual y no colectivo. 


Con los fleteros sucedió lo mismo. Después de que se hizo el llamado a licitación y hubo pedidos de 
entrevista, tuvieron intensas y largas entrevistas con la Gerenta de Recursos Materiales. Como sucede en 
cualquier licitación, cuando se piden aclaraciones, a veces se cambia alguna condición para dar mayor 
facilidad. Al principio se pedía que tuvieran un vehículo en determinadas condiciones. Esto fue antes del 
llamado; nos vinieron a decir al Vicepresidente y a mí que no iban a comprarlo ni a firmar un boleto sin saber 
si ganaban, a lo que les respondimos que se les daría un plazo para tenerlo en determinadas condiciones: 
cierta antigiledad, buen funcionamiento, etcétera. Incluso, le buscamos la vuelta para que pudieran 
presentarse cooperativas, las que después desistieron. También hubo un diálogo largo. Ahora se postergó la 
apertura de la licitación porque hubo observaciones de parte de ellos que encontramos atendibles, y creo que 
en este momento hay acuerdo acerca de cómo se está haciendo la licitación. 


Naturalmente hay discrepancias, pero nosotros creemos que, en este caso, se trata directamente de un servicio 
de autos con chofer, que no es asimilable al del guardahilos, que realiza un trabajo para ANTEL y propio de 
ANTEL. Lo que hace el chofer es manejar y esto no es propio de ANTEL solamente; es un servicio que 
ANTEL requiere y que se da en determinadas condiciones. 


Me interesa hacer referencia a las agencias. En este tema cambiamos muchísimo de niveles de sueldo. Los 
agencieros -que en general son señoras- son personas pobres, a diferencia de los guardahilos, cuyo sueldo 
está en el orden de los $ 35.000. Los agencieros atienden en el estar de su propia casa -muchos de ustedes 


conocerán muy bien el medio rural-, son gente de muy buena voluntad que no restringe su horario de 
atención; prácticamente están ahí a cualquier hora que se les golpee la puerta. Yo he ido a visitar a varias. Es 
gente que recibe un ingreso bastante menor. El conjunto de todas las agencias le da pérdidas a ANTEL y, si 
no recuerdo mal, asciende a aproximadamente US$ 200.000 por año, lo que, como contribución social, 
estimamos que no es demasiado caro. En ese espíritu fue que este Directorio suspendió una medida que venía 
de los Directorios anteriores, que era la de ir cortando las agencias e ir cambiándolas por otro tipo de 
servicio. En este momento, esa resolución está suspendida. Por lo tanto los contratos de las agencias se 
renuevan mientras haya voluntad por parte de la gente. 


Hay una feliz coincidencia. Yo no conocía la iniciativa del señor Diputado, pero en la reunión de Presidentes 
de Entes Públicos se está tratando de aumentarles el negocio y el giro, añadiéndole otras empresas. 
Precisamente, el contador Santisteban integra ese grupo Estado, que denominamos así porque atiende a 
distintas escalas. 


En los poblados de talla mediana estamos buscando usar locales comunes, con lo cual ahorramos en 
alquileres, en mantenimiento y en vigilancia de valores, que a veces cuesta mucho. Hace unos cuantos meses 
inauguramos uno en Ecilda Paullier, en el que se juntaron UTE, BPS y ANTEL, y tenemos previsto inaugurar 
otros durante este año. El Correo también tiene una distribución omnipresente. AFE tiene hermosos locales 
subutilizados en muchos lados, lo que nos da la oportunidad de optimizarlos. 


Por otro lado, hay otro nivel, que son los poblados muy pequeños, donde existe la figura de una persona - 
funcionario o no- que tiene que ver con las empresas del Estado; a veces hay más de una. Si se pueden juntar 
funciones vamos a lograr que a esa persona le cierre mejor el negocio porque tiene más actividad, y que para 
las personas que viven allí la operativa sea más cómoda porque podrían resolver todas sus cosas en un solo 
lugar e, incluso, con una sola persona. En ese sentido, con los agentes estamos en situación de estabilidad, de 
mantenerlos. Tenemos muy en cuenta el factor social; no se trata de un criterio meramente economicista, pero 
si tiene que dar pérdidas, pretendemos que sean las menores posibles, y también queremos que dé ganancias, 
¿por qué no? Además, si el país se desarrolla, estas agencias que están dando pérdidas, darán ganancias si hay 
más actividad, más gente viviendo en el medio rural. Ojalá que sea así. 


Esto es lo que quería decir. 


SEÑOR CARVALHO.- He escuchado con mucha atención la exposición del señor Diputado Botana. 
Muchos de los términos utilizados, de los conceptos expuestos, me parecen ampliamente compartibles. 
Sin embargo, discrepo con una expresión que utilizó al final de su intervención. Si no oí mal, utilizó el 
término "extorsión", con lo cual está refiriéndose a una figura contemplada en el Código Penal e 
imputando al Directorio de ANTEL -e indirectamente a la Dirección Nacional de Trabajo, que está de 
acuerdo con nuestra restricción al ingreso de las personas que tengan demandas planteadas contra 
ANTEL- el hecho de estar incurriendo en una conducta delictiva sancionada por el Código Penal. 


Si esto es así, el camino de la denuncia penal está abierto; cada cual asumirá sus responsabilidades. Pero debo 
rechazar esa referencia y afirmo, una vez más, que estamos actuando en el ejercicio legítimo de nuestra 
competencia, optando por la solución más correcta para defender la economía de la empresa -que es la 
economía del Estado uruguayo- y el bienestar de todos, tanto de los trabajadores como de los clientes de 
ANTEL. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- A esta altura de la discusión, quiero expresar que las dudas con que 
llegamos a esta reunión, después de escuchar el planteamiento que hicieron los interesados y afectados 
por esta situación, no solo no se han disipado sino que diría que se han incrementado. 


Advierto una serie de contradicciones en las explicaciones que formula el Directorio de ANTEL y quiero 
trasmitirlas en este momento. Al inicio de su participación en la mañana de hoy, la señora Presidenta hizo 
referencia a los modos de administración discutibles con respecto a los anteriores períodos de Gobierno. Por 
supuesto que todo es discutible y seguramente todas las Administraciones, las pasadas y las futuras, admiten 
discusión, son opinables y sin ninguna duda la actual también lo es, tal como ha quedado de manifiesto en la 
reunión de la mañana de hoy. 


La señora Presidenta ha hablado de prebendas y en eso advierto una contradicción muy clara, porque si no, 
en función de esos conceptos, uno no se explica cómo el Directorio de ANTEL -ha quedado confirmado en la 
mañana de hoy- frente a esta situación escogió el camino de la negociación, llegó a un acuerdo con los 
interesados, quienes reclamaban una prórroga -aparentemente eso está documentado; así se expresó por parte 
del sindicato de guardahilos cuando comparecieron con una delegación de la UNTMRA, del PIT-CNT; me 
refiero específicamente a su situación- y, sin embargo, demostró claramente la voluntad de que esas 
"prebendas" -entre comillas- o esos modos de administrar discutibles se perpetuaran hacia el futuro, si es que 
dicho Directorio entendía -como aparentemente lo entendía- que frente a situaciones polémicas o a una 
situación de prebenda aún nos encontrábamos. En este sentido, hay dos posibilidades: una manifiesta 
contradicción del Directorio, que hace una interpretación de los hechos pero después actúa de una manera 
distinta o, en todo caso, una cesión frente a las presiones de quienes en ese momento reclamaban, y siguen 
reclamando hoy, mantener y perpetuar su situación. 


Entonces, esta contradicción me llama poderosamente la atención. Si el Directorio de ANTEL cedió a las 
presiones, o asume que es una mala práctica contratar a los guardahilos de esta manera y que eventualmente 
es una prebenda, pero después acuerda contratarlos, les reconoce naturaleza laboral o condición de 
trabajadores comunes, e inclusive establece un sistema de prórrogas automáticas, es decir que llega a acordar 
la negociación en esos términos, aquí hay algo que no se explica muy claramente. 


Tampoco se explica la eventual sugerencia a renunciar a los juicios o a los créditos laborales, porque no se 
entiende muy bien cómo en la misma instancia en que se alcanza un acuerdo -parte importante de cuyos 
términos es atribuir condición de trabajadores comunes y aplicar el derecho laboral- se reclama o se establece 
como elemento de negociación la eventual renuncia a los créditos laborales que, por definición, son normas 
de orden público, indisponibles por las partes y, desde ese punto de vista, no podrían ser objeto de 
negociación alguna. Esta es otra contradicción que advierto e, inclusive,... 


SEÑOR ORRICO.- Discúlpeme, pero desde el punto de vista laboral eso no es así. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No es materia de negociación. 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 


Solicito a la Mesa que me ampare en el uso de la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ampara en el uso de la palabra al señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Este aspecto fue planteado por parte del sindicato de guardahilos en 
esta Comisión, no en términos de extorsión, pero sí de chantaje, a los que hacía referencia o insinuaba 
el señor Diputado Botana, que no necesariamente son expresiones de los legisladores de la oposición. 


SEÑOR BOTANA.- Hice referencia. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Hablo por mi parte. 


Esto es lo que aquí se nos trasmitió. Se habló de que cuando se negociaran los términos de la prórroga de los 
contratos de los guardahilos, una condición que aparentemente el Directorio de ANTEL quiso establecer en el 
marco de una negociación más de carácter comercial que laboral, era la renuncia a los juicios y no tener que 
hacer frente en el futuro a la satisfacción de esos créditos laborales. 


Entonces, desde ese punto de vista, entiendo que claramente la preocupación que surgió entre todos nosotros, 
sin distinción, cuando se planteó este tema hace aproximadamente un mes, no solo se ha confirmado sino que 
se ha acrecentado en función de las explicaciones recibidas de parte del Directorio de ANTEL. 


Quisiera consultar sobre otro aspecto que tiene que ver con un episodio que se dio en el marco del conflicto 
que se ha venido dando con el sindicato de los guardahilos y que se relaciona con la ocupación del "hall" de 
la Torre de ANTEL. Cuando se produjo esta situación, fundamentalmente cuando se quebró el aparente 
acuerdo al que se había llegado, se determinó por parte del Directorio el desalojo inmediato de los 


trabajadores que en ese momento estaban intentado -porque creo que ni siquiera llegaron a consumarlo- 
ocupar el mencionado "hall". 


Es notorio que las ocupaciones han sido tema de debate político y de discusión, en particular en este período 
de Gobierno y en función de la política laboral que el Poder Ejecutivo está llevando adelante. También es 
cierto que se ha dado una especie de contrasentido, no necesariamente del Directorio de ANTEL con la 
política laboral, sino de esta consigo misma, porque claramente mientras el Gobierno ha reconocido la 
ocupación como una extensión del derecho de huelga en el caso de la actividad privada, ha dicho que en el 
caso de las ocupaciones de lugares públicos, de oficinas públicas, se recurriría a la fuerza pública para que las 
mismas no llegaran a concretarse. 


Cuando el sindicato de guardahilos estuvo aquí, comentó que fueron desalojados y que en el momento del 
desalojo se invocó una resolución por parte de alguien. Supongo que fue por parte del Directorio, pero 
quisiera saber cuáles son los fundamentos de dicha resolución, si hay una suerte de discrepancia del 
Directorio de ANTEL con la política general en materia laboral del Gobierno o si hay el cumplimiento y el 
seguimiento a pie juntillas de lo que el propio Gobierno, contradiciéndose a sí mismo, aparentemente 
determinó -después de que fue ocupado temporalmente el Ministerio de Economía y Finanzas- que sería el 
tratamiento que daría a las ocupaciones de los lugares públicos, y por esta razón se desocupó, no quiero decir 
con cierta violencia, pero sí con el ejercicio de la fuerza pública o, por lo menos, con su auxilio, como todos 
vimos por televisión. Me gustaría que se precisara cómo se tomó esa decisión, con qué fundamentos, de qué 
manera se implementó. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, voy a aprovechar para decir que, como integrantes de la bancada 
oficialista y estando totalmente seguro de que represento a todos los aquí presentes, estamos 
absolutamente orgullosos del Directorio de ANTEL y de las medidas que se han tomado, que son de 
saneamiento y de amor a la empresa, que es de todos los uruguayos. 


En segundo término, aquí se han empleado un par de expresiones que hay que aclarar. Yo no dudo de la 
buena fe de todas las señoras Diputadas y señores Diputados que están aquí. El término "extorsión" -lo dijo 
mejor quien es mucho mejor abogado que yo, que es el doctor Carvalho- o el término "chantaje" están de más 
en esta reunión. Chantaje es cuando yo ilícitamente -no solamente desde el punto de vista penal sino moral- 
obtengo algo indebido a partir del conocimiento de algo. En términos vulgares -no estoy hablando en 
términos jurídicos- es algo así: "Como vos robaste aquello en el supermercado, me das $ 1.000 o le digo a la 
cajera". 


En cuanto a la renunciabilidad de los derechos laborales, la transacción en el derecho laboral es algo 
absolutamente admitido. Una transacción no es más que un camino intermedio entre lo que uno reclama y el 
otro no quiere dar. De manera que cuando yo reclamo horas extra como trabajador, o me reclaman horas 
extra como empleador, se puede plantear hacer una transacción: "te pago las horas extra que tú decís que te 
debo, pero en lugar de pagártelas el doble, como establece la ley, te las voy a pagar simple". Si el trabajador 
acepta, es una transacción y no una renuncia. Acá no se está renunciando a nada. Distinto es si en un contrato 
de trabajo se fija la obligación del trabajador a trabajar diez horas. Eso sí que no se puede. 


Más allá de que no es el tema de la discusión, creo que hay que aclarar estos conceptos porque en el Derecho 
Laboral -al igual que en todas las ramas del derecho- se admite la transacción. 


Entonces, acá no hay chantaje ni extorsión; lo que hay es una negociación donde cada parte exhibe sus 
fortalezas, trata de reducir sus debilidades y llegar al mejor resultado posible para los intereses que cada una 
defiende legítimamente. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Cuando hablé de chantaje no lo hice en términos jurídicos o penales; 
no lo dije desde el punto de vista personal. Yo no acusé al Directorio de ANTEL de chantaje ni de 
extorsión; simplemente trasmití lo que en una reunión, en la que el señor Diputado Orrico no estuvo 
presente, se nos dijo por parte del sindicato de guardahilos de ANTEL. Aclaré que el término 
"chantaje" específicamente no fue mencionado, pero fue la sensación que se nos trasmitió; fue la 
sensación que yo percibí claramente de la exposición de que fuimos testigos en esa oportunidad. 


En cuanto a la renunciabilidad de los créditos laborales, por cierto que estos son transables en el ámbito 
judicial o administrativo cuando hay una reclamación con respecto a los mismos. Esa es una situación. 
Ahora, pretender utilizar como moneda de cambio los créditos laborales en una situación distinta, que es la 
de negociar como se estaba negociando y se había acordado la prórroga de un contrato de trabajo, es bien 
diferente. Y esto -discúlpenme pero ahora sí lo digo- se me aproxima bastante más a una situación de 
chantaje. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero manifestar dos cosas. La primera: reafirmar el centro de lo que fueron mis 
palabras. Prefiero los entendimientos y el diálogo. De cualquier modo, quiero decir que reafirmo 
absolutamente mis dichos. Entiendo que estamos frente a una conducta extorsiva, que no se ajusta a 
derecho a pesar de que sea vigente desde hace mucho tiempo y uso y costumbre en esta empresa 
pública, hecho que me parecería muy grave por los sucesos actuales y por los pasados. 


Todos sabemos que en el marco del derecho público no rige el mismo principio que para el derecho privado. 
En el derecho privado está habilitado todo aquello que no esté prohibido. Sin embargo, en el derecho público 
no está permitido nada de lo que no esté expresamente previsto en la ley. No existe ley en este país que 
ampare el hecho de la exclusión de quienes defiendan sus derechos y hagan sus reclamaciones en el ámbito 
de la justicia frente a una empresa pública. 


Si esta es la conducta del presente o del pasado de esta empresa pública y de otras empresas públicas, 
estamos frente a una situación absolutamente irregular, que digo claramente que yo desconocía. No sabía que 
eso era práctica habitual en esta empresa pública y en otras empresas públicas. Creo que tendríamos que 
proceder rápidamente a revisar, en nuestra responsabilidad de contralor, esas situaciones. 


SEÑOR CARVALHO.- Cuando el Directorio de ANTEL procede como lo está haciendo y anteriores 
Directorios del ente han procedido como lo hicieron, estaban en el ejercicio de sus competencias como 
administradores de empresas públicas 


Naturalmente, el principio que acaba de exponer el señor Diputado Botana es el correcto, pero no puede ser 
llevado al extremo de que toda actividad, acto o decisión de un organismo de la Administración Pública tiene 
que estar fundado en una norma expresa de la ley. Nosotros tenemos una atribución genérica de competencias 
y en el marco del ejercicio de la misma adoptamos, a lo largo del día y de los meses, centenares de 
decisiones, cada una de las cuales está fundada en lo que creemos que es la aplicación legítima de nuestras 
potestades legales. Para corregirnos existen distintos medios, que van desde las observaciones y el contralor 
que pueda hacer el Poder Ejecutivo que nos designó, hasta, naturalmente, todo el régimen legal y 
constitucional con sus recursos y acciones que amparan a aquellos ciudadanos o empresas que creen que sus 
derechos han sido violados por las decisiones que tomamos. Pero siempre actuamos -así lo han hecho todos 
los Directorios de ANTEL- sobre la base de que ejercemos una competencia legítima atribuida por la ley y la 
Constitución. 


Con respecto a si lo que hacemos es extorsivo o no, quedan abiertas las vías de los tribunales y las de la 
legislación. Estamos en un órgano parlamentario y creo que no sería la primera vez, y quizás no sería malo, 
que se legislara sobre estos aspectos. Podemos recordar algunos ejemplos en los que situaciones litigiosas 
planteadas fueron resueltas por vía de ley. Tal vez este sería uno de los caminos o vías de solución que 
podríamos encontrar a este problema. Si hay posiciones jurídicamente enfrentadas, riesgos multimillonarios 
para el Estado y por consiguiente para los ciudadanos, conductas de la Administración que se puedan 
calificar como extorsivas, y el deseo legítimo de intervenir y tomar cartas en el asunto por parte de los 
legisladores, tal vez en esta como en otras oportunidades en la historia del derecho uruguayo, haya llegado el 
momento de que se legisle y se resuelva definitivamente por vía de ley estos temas. 


Sin duda que son temas conflictivos y afectan la prestación de un servicio a cargo de ANTEL que, como 
todos saben, está atravesando situaciones difíciles en un marco de competencia, por lo que disponer de 
decenas de millones de dólares para atender a personas con las que además se está estableciendo una relación 
laboral, parece una decisión compleja. 


Tal vez el camino de la legislación no sea un camino indebido, sino por el contrario, un camino que pueda 
conducir a una solución y a aclarar algunos aspectos, como por ejemplo, qué pasa con estos juicios, con la 


aplicación de los principios de seguridad jurídica y con la situación de futuro. Insisto: no sería la primera vez 
en este tema. 


Quería referirme a un par de consultas que hizo el señor Diputado Pablo Abdala. En primer lugar, a la 
supuesta contradicción en la que incurrimos al mantener las prebendas. Creo que acá se está interpretando 
mal lo que dijo la señora Presidenta. 


En primer lugar, quiero decir que cuando la señora Presidenta habló de prebendas se refirió al otorgamiento 
de una posición privilegiada en el marco de las relaciones entre el Estado y las personas que contratan con él, 
en el sentido de que la persona que suscribía ese contrato luego podía subcontratar con otra persona, 
pagándole mucho menos y quedándose con la diferencia. Sin exagerar, creo que esto puede calificarse de 
prebenda. Quiero aclarar que en todos los casos, cuando este Directorio contrató guardahilos, eso 
correspondía precisamente a personas que realizaron el trabajo, en sustitución de quien había sido 
beneficiado con un contrato de guardahilos. 


En segundo término, la ocupación no fue solo una ocupación. Tuvimos un intento de ocupación por parte de 
los señores guardahilos y también un bloqueo de la Torre de las Comunicaciones por los fleteros, que 
interrumpieron el tránsito y la salida de vehículos y del personal durante varias horas. En ambos casos, el 
Directorio de ANTEL, en ejercicio de su responsabilidad, dio cuenta al Ministerio del Interior. A mi juicio, en 
ambos casos esa Cartera reaccionó sin violencia, enviando personal que dialogó con las personas que 
pretendían ocupar la Torre o con aquellos que bloquearon su acceso durante muchas horas, convenciéndolos 
de que desistieran de su actitud. En esto no veo una contradicción: una cosa es una oficina pública donde se 
atienden intereses generales y servicios públicos, y otra es una empresa privada. A pesar de ello, admito que 
está dentro del marco de lo discutible. Nosotros recurrimos al Ministerio del Interior -que es el titular de la 
fuerza pública- planteándole la situación que estábamos viviendo y recibimos la respuesta adecuada. Se 
garantizó la libertad de circulación de los funcionarios de ANTEL y el funcionamiento del servicio público 
que se nos ha encomendado. 


SEÑORA SIMÓN. -Quiero complementar lo que acaba de decir el señor Vicepresidente. 


Para mí no es una aparente contradicción hacer un llamado abierto y permitir que se presenten quienes están 
trabajando de guardahilos; todo lo contrario. Lo que se hace es un llamado abierto y se permite que se 
presenten todos los ciudadanos que se creen capacitados para ese trabajo, incluyendo a quienes lo estaban 
desempeñando. Precisamente, una de las cosas que creo que no debe hacerse es una caza de brujas: no se 
considera que esas personas estuvieran en una situación delictiva, simplemente accedieron de una manera 
que no consideramos adecuada, por el hecho de que no hubo llamado abierto y tendría que haberse dado. Si 
el llamado se hace, debe ser abierto y sería imposible que hubiera excluidos. En eso yo no veo medidas 
contradictorias sino complementarias. 


Cuando uno hace un llamado abierto, ¿se pueden presentar los que estaban trabajando? Sí, claro, y se da un 
puntaje a la experiencia cuando es bien habida, es decir, cuando trabajaron bien. Eso es justo para las 
personas -a quienes no hay que responsabilizar individualmente por la forma en que ingresaron- y para la 
empresa, porque si es gente que trabaja bien, le conviene conservarla. Para mí esta es una lógica totalmente 
clara y exenta de contradicciones. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Cuando el sindicato de guardahilos compareció ante esta Comisión 
nos transmitió la versión de que se había alcanzado un acuerdo para que todos los trabajadores 
prorrogaran su situación laboral en el marco de una negociación que se realizó con el doctor Carvalho. 
Si eso se quiere desmentir aquí, que se desmienta categóricamente. Pero esos fueron lo términos en que 
esta Comisión tomó conocimiento de la situación que estaba planteada. Pueden ser versiones 
contradictorias y, entonces, habrá que investigar. Yo no tengo por qué dudar de lo que hoy el Directorio 
de ANTEL oficialmente expresa, pero eso no fue lo que el PIT-CNT y el sindicato de guardahilos 
manifestaron en esta Comisión. 


SEÑORA SIMÓN.- No tengo por qué pensar que hubo voluntad de mentir. Pienso que se trata de un 
malentendido, como el de la flota. Aclaro que no hubo una negociación exclusiva con el doctor 
Carvalho porque estas personas negociaron con el Directorio de ANTEL y también estuvo presente el 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es decir que no hubo una negociación particular. No sé de 
donde pudo surgir eso, quizás de la mayor amabilidad del doctor Carvalho, que ha recibido más veces 
a esas personas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Le podemos dar la versión taquigráfica correspondiente. 


SEÑORA SIMÓN.- Gracias, pero ya la leí. Reitero que siempre se dio una negociación con el 
Directorio y con un grupo designado a tal efecto, integrado por algunos Gerentes de ANTEL y asesores 
del Directorio, quienes mantuvieron una enorme cantidad de reuniones. 


Se decidió hacer un llamado abierto al que se podía presentar cualquiera adjuntando su experiencia. Se les 
dijo que se iba a valorar en forma importante -aunque no decisiva- la experiencia de aquellos que hubieran 
trabajado realmente y no de quienes tuvieran el cargo de guardahilos y hubieran sido sustituidos 
sistemáticamente por otras personas, que aunque son minoría, existen. En ese sentido, tal vez ellos hayan 
interpretado que necesariamente se iba a tomar a las mismas personas. 


Hay una prueba de que se entendió bien que era un llamado abierto, porque se nos planteó el caso de 
personas con experiencia en trabajos parecidos, que cumplen tareas para empresas como Saceem o Teyma. Al 
respecto, queremos decir que esa experiencia también se va a reconocer. Si vamos a calificar nos importa más 
la experiencia en ANTEL, porque sobre ella el ente tuvo más control. Inclusive, se aludió a posibles trabajos 
parecidos que también generan experiencia en el mantenimiento de líneas; hay gente que mantiene líneas 
desde otras empresas. 


También quiero aclarar que el caso de los guardahilos que entran a la Torre no es una ocupación, en primer 
lugar porque no son funcionarios de ANTEL, y en segundo término porque ese no es su lugar de trabajo. Más 
bien es una intrusión. 


Por otra parte, tampoco hubo resolución alguna, dado que hicimos lo que corresponde cuando se obstaculiza 
el trabajo normal en algún lado, es decir, notificar al Ministerio del Interior, que actuó muy pacíficamente. 
También se estaba obstaculizando la salida de los funcionarios de ANTEL -que son mil en el complejo Torre- 
porque no era posible transitar por la calle, sobre todo para aquellos que tenían su auto en el estacionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me congratula la presencia de ustedes y el impulso que sé que los trae para 
tratar de solucionar los temas por los que los hemos convocado, que son los problemas de los 
guardahilos, de las cabineras -como dice nuestro compañero Botana- y yo agregaría las dificultades 
que ha tenido uno de los sindicatos de ANTEL -tema que estaba en la convocatoria- que nos ha 
planteado su derecho sindical -que consideramos legítimo- a dialogar y a negociar. Queremos 
contribuir a solucionar esta situación, pero dado que se han ido exponiendo algunos comentarios no 
quiero resistirme a la tentación de mencionar alguno de ellos. 


Voy a empezar por el último al que se refirió la señora Presidenta, que tiene que ver con la intrusión de los 
guardahilos. Creo que la Presidenta está señalando alguna de las cosas que están pasando en el ámbito 
privado en forma grave, frente a las cuales el Gobierno no hace absolutamente nada, sino que actúa en forma 
permisiva facilitando las ocupaciones y subsidiándolas a través del pago del seguro por desempleo. Creo que 
tienen razón en cuanto a que es diferente la forma de enfocar un tema en el ámbito público que en el ámbito 
privado. Yo creo que el Gobierno en el ámbito público quizás pueda permitirlo, ya que es el dueño, pero en el 
privado debería respetar la propiedad privada como lo reclama la Constitución. Por consiguiente, me llama 
mucho la atención la forma en que el Ministerio del Interior resolvió este tema, al igual que la pretendida 
ocupación en el Ministerio de Economía y Finanzas. Digo esto a los efectos de que quede constancia en la 
versión taquigráfica y no para conversarlo con los Directores de ANTEL. 


Como señalaban algunos de mis compañeros, me preocupa la actitud frente a determinadas normas de 
derecho laboral. Sin ánimo de reabrir la discusión, nosotros aprendimos -en un derecho laboral elaborado por 
una doctrina que en Uruguay ha sido muy rica- que existen determinados derechos irrenunciables frente a los 
cuales las patronales deben tener una actitud de respeto hacia los trabajadores. Nos parece que el Estado 
debería ser más cuidadoso que los particulares frente a los derechos de los trabajadores. Por consiguiente, 


quizás deba ser reconsiderada la posición con relación a la renuncia a determinados derechos que tienen 
todos los trabajadores. 


También llama la atención la posición del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, tan firme, tan serena y 
tan clara cuando se trata de defender los derechos de los trabajadores en el ámbito privado y, a veces, tan 
omisa cuando se trata de defender los derechos de los trabajadores públicos. 


Sin perjuicio de ello, no quiero dejar de marcar algunas cosas que no conducen apropiadamente el hilo de la 
discusión. Como decía el señor Diputado Botana, creo que hablar de prebendas es complicado y, por lo 
menos para mi gusto, me resulta agraviante, como pueden resultarles a ustedes algunos otros temas. 


SEÑORA SIMÓN.- Igualmente nos resulta agraviante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que estamos en un ámbito político, quiero decir a la señora Presidenta que 
en forma personal y como integrante de una colectividad política, me he sentido profundamente 
agraviado por algunas actitudes del ente en cuanto a poner a consideración de la Justicia Penal algunos 
hechos, lo que intenté hacérselo conocer personalmente, pero no tuve la suerte de que siquiera me 
respondiera el teléfono, aunque sí lo hizo el señor Vicepresidente. 


Sin perjuicio de que se denunciaron ante la Justicia hechos que en ningún caso corresponden a delitos 
políticos, en mi caso personal se denunció un hecho incierto y no he tenido noticias por parte de la 
Administración de que se haya aclarado. Puede ser que alguien que no veo desde hace años, el señor Jorge 
Cerdeña, integrante de la Directiva del Centro de Estudios para la Democracia en el Uruguay, haya pedido 
esa plata. Creo que podrían contactarlo para ver si él pidió ese dinero y, en caso de que así fuera, podrían 
preguntarle por qué razón no lo cobró. Los demás compañeros de mi Partido no lo pidieron y no hay ninguna 
firma en ningún expediente; todo esto no lo pudimos aclarar. Por eso fuimos a la opinión pública. Una serie 
de compañeros del Partido Nacional fuimos acusados de ciertos hechos que no constituyen delito y en 
algunos casos, como en el mío, son falsos; sin embargo, no escuchamos ninguna excusa ni explicación de la 
Administración Pública. Es la primera oportunidad que tengo de aclarárselo y no voy a seguir en el plano de 
los agravios. 


Algunos Diputados del interior me recordaban viejos casos de prensa en los cuales se hablaba del Consejo 
Directivo Central y de algunos episodios del principio de la Administración del doctor Batlle y me planteaban 
hacerlos públicos. Yo prefiero mantenerme en el ánimo de la conciliación y no hablar de prebendas de 
miembros del Consejo Directivo Central frente a concursos y otras cosas. Quiero dejarlas alejadas y no 
agraviar para tratar de centrarnos en el tema que hoy nos ocupa. 


Sé que la solución de todos estos casos tiene un costo para la Administración y por eso quizá deberíamos 
analizar si tienen sentido las donaciones que se están haciendo a las fundaciones. De pronto, en lugar de 
subsidiar tantas fundaciones podríamos poner el énfasis en solucionar este problema de los trabajadores 
uruguayos. 


Es cierto que muchos trabajadores ingresaron en forma incorrecta; pregúntenle a Pacheco cómo designaba a 
los médicos policiales. Quizá nos enteremos cómo ingresaban al Ministerio del Interior en la época de 
Pacheco Areco. En estos días he escuchado señalar a historiadores que están haciendo una nueva versión de 
la historia oficial, que en aquella época vivíamos en dictadura y por eso ingresaron algunos médicos 
policiales. Habría que preguntarse muchas más cosas sobre esa profesión y algunas especialidades, pero si 
conducimos el debate por ese camino nos alejamos del motivo que hoy nos reúne acá. 


Luego de hacer estas aclaraciones previas -es la primera vez que puedo hacerlo frente al Directorio de 
ANTEL en pleno- quiero centrarme en el tema. Quiero pedirles que la consideración de los trabajadores 
uruguayos la hagamos pensando que son trabajadores uruguayos y si vamos a pasar lista y analizar quiénes 
ingresaron en forma correcta o incorrecta, habría muchísimo para remarcar y aclarar de decenas y cientos de 
años. Todos sabemos de qué manera vota la gran mayoría de los funcionarios públicos y de qué manera han 
ingresado al Estado. Si vamos a poner todo bajo sospecha, estamos en aquello que decía Gorki: somos todos 
funcionarios. En este Uruguay hay muchísimos funcionarios que deben tener el derecho a ser considerados 
como trabajadores, más allá de la forma en que hayan ingresado. Y si vamos a cobrar cuentas chicas nos 
vamos a enfrentar, porque a la gente no se le puede marcar la forma en que ingresó; lo hizo de la manera que 


podía para tratar de mantener a su familia. Todo lo demás es, en definitiva, revanchismo menor que no le 
hace bien a la sociedad ni al país. 


SEÑOR BOTANA.- ¡Y ojo con los que entraron por concurso en la dictadura! 


SEÑORA SIMÓN.- En ánimo de diálogo voy a pasar por alto lo que pueden ser considerados agravios, 
porque creo que en este momento la persona más agraviada soy yo, ya que se me habla de extorsión y 
de chantaje. Pero no hablemos de eso. 


Estoy totalmente de acuerdo con el señor Presidente y de esa forma es que estamos haciendo las cosas: no le 
estamos cobrando cuentas a nadie. Estamos haciendo un llamado abierto para guardahilos y se pueden 
presentar todos, independientemente de cualquier historia anterior y de cómo ingresaron. En cuanto a los 
fleteros, la Administración tiene derecho a hacer nuevas licitaciones para comprobar si está pagando precios 
de mercado y para conseguir un servicio mejor y más barato. Asimismo, estamos permitiendo que se 
presenten absolutamente todos, inclusive los que están trabajando. Tampoco estamos cobrando cuentas; no 
nos importa en lo absoluto cómo ingresaron. Nos importa si son capaces de hacer bien el trabajo; inclusive, si 
ya probaron que sabían hacerlo bien, les estamos dando puntos a favor. 


Manifiesto mi total acuerdo con no cobrar cuentas y respetar a los trabajadores, y estamos procediendo de 
acuerdo a ello. 


SEÑOR YANES.- Quiero aclarar que el señor Diputado Pozzi había pedido licencia antes de saber que 
iba a concurrir el Directorio de ANTEL para referirse a un tema que le interesa, y por eso yo, sin ser 
miembro de la Comisión ni delegado de sector, estoy aquí en esta instancia. 


Según las consultas hechas al diccionario, además de otras acepciones, prebenda significa ventaja o beneficio 
que recibe arbitrariamente una persona. Obviamente, al igual que nuestros invitados que usaron la palabra 
prebenda y que algún señor legislador que, en igualdad de condiciones que yo, planteó que lo dicho corría 
por cuenta de la señora Presidenta y de los invitados, quiero decir que estos temas también corren por cuenta 
de este legislador. 


No voy a hacer referencia al esfuerzo que -como dijo el señor Diputado Orrico en nombre de nuestra 
bancada- está haciendo este Directorio por defender la empresa. 


Como Diputado del departamento de Canelones también me visitaron fleteros y guardahilos. Quiero dejar 
constancia en la versión taquigráfica de que sé de la flexibilidad que fue teniendo el Directorio desde su 
planteo original a medida que se le fueron planteando realidades, al punto que -quiero aclararlo, aunque ya lo 
hizo el Vicepresidente- hasta se agregó una figura nueva -no sé si llamarla figura porque no soy abogado-, la 
de una cooperativa, pero luego, los funcionarios que lo reclamaban como un instrumento de salida, se dieron 
en cuenta de que en principio no sería viable constituirla. Reitero que quiero dejar constancia de la 
flexibilidad que se tuvo. 


Me han pedido no complicar la cosa por lo avanzado de la hora, pero no voy a rehuir el debate, como me 
enseñó algún legislador en el plenario. Sin agraviar a ninguna fuerza política, puedo decir que en una 
concentración que tuvo lugar acá, en la puerta, me encontré con ex Ediles del departamento de Canelones - 
compañeros de cuando fui Edil- que me plantearon que hace diez u once años que tienen contratos con 
ANTEL y que accedieron a ellos por ventajas o beneficios que recibieron arbitrariamente. Si tomamos en 
cuenta esto y los casos que todos conocemos, y sacamos una lista de las personas de que estamos hablando, 
sin duda, encontraremos coincidencias políticas, partidarias y de roles de muchos. Inclusive, ha habido 
denuncias públicas sobre acuerdos políticos a partir de cargos como los de guardahilos en mi departamento 
de Canelones, que nunca nadie desmintió. 


Acepto el tono de conciliación, acepto buscar soluciones, pero si al mismo tiempo que me insultás, me decís 
que no me querés pelear, si es cuestión de pulpería, arrancamos para la pulpería. Pero si es cuestión de 
encuentro democrático, de encuentro de buena empresa o de buena administración, quiero respaldar lo que 
está haciendo el Directorio en lo que tiene que ver con la negociación. 


Quizás no nos entendemos acerca de la lógica del país y de cómo lo arreglamos. Nosotros no acompañamos 
esa lógica. Frente a cada presupuesto, a cada ley, a cada situación conflictiva no estamos avalando que se 
arregle con: "Si me das un voto en el plenario, yo te arreglo tal cosa". Esa lógica, que acá nadie mencionó ni 
defendió, pero que tal vez algunos todavía pueden recordar de tiempos pasados, terminó. 


Entonces, reclamo, respaldo y aplaudo lo que pasó en las empresas públicas, que para 300 cargos hay 35.000 
o 40.000 personas anotadas para concursar o participar de un sorteo, y mi hija -hija de político-, la hija del 
guardahilos de ANTEL y la hija de la señora que está en una de esas casas dando un servicio para ANTEL, 
tienen el mismo derecho. Entonces, reclamo, avalo y voy a defender con todas mis fuerzas uno de los 
elementos fundamentales que planteó el Directorio acá, que es la oportunidad para todos. Además, quiero 
decir a los miembros de la Comisión que voy a estar del mismo lado en la lucha contra la persecución política 
o de cualquier otra índole que pueda hacer cualquier Administración, ya sea municipal o nacional como, en 
este caso, la empresa ANTEL. 


Si dar la misma oportunidad a todo el mundo, si hacer transparentes los llamados, las licitaciones y el manejo 
de la cosa pública implica persecución política porque indirectamente estamos pisando algún callo, no lo 
entiendo. Acá el Directorio aclaró y planteó que si hay antecedentes de guardahilos o de cualquier otro 
llamado para personal que se tome en cuenta, es por positivo, como elemento de puntaje diferencial entre mi 
hija -para poner un caso- y un guardahilos. 


Puedo dar nombres y apellidos de Ediles y de ex Ediles del departamento de Canelones que compraron 
camionetas, que contrataron a su hijo y que, además, tenían una renta personal. Si acá es necesario explicitar 
este tipo de cosas es porque estamos hablando con los oídos tapados o nos estamos mintiendo. Todos nos 
conocemos. Creo que la gente que empezó este tratamiento de guardahilos, fleteros, fleteros en OSE, el 
problema de Credimat, etcétera, reclamaba porque no quería que se perdieran los beneficios, y como actuales 
administradores del Estado hemos demostrado que no salimos a perseguir a nadie y que hemos tratado de 
encontrar lo que acá se planteó como una aparente contradicción. 


Acá se planteó: "Si hubo una prebenda a Fulanito, ¿cómo se le firma un nuevo contrato con el mismo 
mecanismo?". Es obvio que nosotros no pensamos que a partir del 1? de marzo de 2005 empezó la fiesta, la 
vida, el Uruguay y la historia. Nosotros tenemos que generar mecanismos de transición y acá quedó 
demostrado. El Directorio de ANTEL no metió al amigo político de algún legislador oficialista, ni tampoco lo 
cambió por algún voto presupuestal a nivel departamental o de una ley importante en el Parlamento. El 
Directorio se planteó: "¿Tenemos que renovar esto?". "Sí". "¿Quién realiza el trabajo?". "Este humilde señor, 
en función de un convenio que tenía por el que se le había dado el trabajo". ¿Qué hizo el Directorio? No le 
dijo: "Traeme la balota, dame la credencial o mostrame tus colores partidarios", sino que, automáticamente, 
si esa persona había cumplido la tarea, se le renovó el contrato. 


Creo que las constancias políticas ya quedaron marcadas y espero no tener que contestar ningún tipo de 
alusión ni entrar en alguna cancha menor de discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba anotado para comentar algunos de los temas a los que se ha referido 
el señor Diputado Yanes, pero acabo de recordar que pertenece a una fuerza política que gobierna 
Canelones y no hace nada de lo que dice, así que me voy a borrar para evitar todos esos problemas. 


SEÑOR YANES.- No abuse, por ser Presidente, de hacer alusiones políticas que yo después no puedo 
contestar. 


(Interrupciones) 


———Demuestre lo que dijo de la Intendencia de Canelones. Que esté en el orden del día y yo le discuto lo 
que sea. Pero si no está en el orden del día, me voy a permitir corregirlo y pedirle que se ciña al orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a ceñir al orden del día, pero voy a mantener la libertad de decir lo 
que tenga ganas de decir. Sé que no es muy de gusto de su fuerza política la libre expresión, pero voy a 
seguir haciéndolo. No me calló la dictadura, menos me va a callar usted. 


(Interrupciones) 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Que el Directorio esté aquí y nos cuente cuál es su forma de pensar 
para nosotros es muy importante. 


Quisiera hacer una pregunta. Me gustaría saber si el Directorio de ANTEL considera que los guardahilos y 
las cabineras son funcionarios de ANTEL. 


SEÑORA SIMÓN.- No. Toda nuestra Asesoría Jurídica dice que no. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Estas personas que el Directorio de ANTEL no califica o no 
considera funcionarios tienen mucha antigúedad en el ente. Son preparados por el ente para ejercer 
una función para el organismo; cobran aguinaldo como cualquier funcionario directamente de ANTEL 
y en el Banco de Previsión Social, en los servicios integrados para la jubilación están incluidos de la 
siguiente manera: Empresa: ANTEL; Carácter de funcionario civil: empleado -en una etapa era 
obrero temporario-... 


(Interrupciones) 


(Murmullos) 


Señor Presidente: le pido que me ampare en el uso de la palabra porque ese murmullo que se escucha 
nos impide continuar con el hilo de nuestra presentación, que considero es muy importante para mucha gente 
en este país. 


La situación que tiene esta gente en nuestro país es bastante difícil y nos caben muchas dudas con respecto a 
ellos. 


El día 2 de agosto en la Comisión, la compañera Diputada Passada, de la fuerza de Gobierno, dijo: "[...] y 
SUTEL, preocupado por la situación, realiza un informe a través de su asesor y demuestra que la función que 
cumplen ustedes es una función pública”. Función pública para ANTEL porque si no, no existiría. Y 
continúa: "Ese informe fue recibido hace pocos días por el Directorio de ANTEL". 


Yo creo que estos funcionarios están en una situación de inestabilidad muy importante. La mayor parte de 
ellos están siendo asegurados en el Banco de Seguros como pintores y albañiles, por obligación del ente, que 
de a poco les va apretando las clavijas. El Banco de Seguros les dice que no los puede asegurar -a pesar de 
que ANTEL les exige un seguro para estar cubiertos, lo que me parece fantástico- porque son funcionarios de 
ANTEL. No hay nada que enmarque el trabajo que realizan estos funcionarios, y por eso están asegurados 
como pintores, como albañiles. Ellos mismos nos plantean que si les pasa algo, el Banco de Seguros les va a 
preguntar dónde están la cuchara y el pincel porque, en realidad, cumplen una función que no tiene nada que 
ver con aquella para la que están siendo asegurados. Por más que se haya jurado y perjurado, inclusive por 
integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo -que dieron su palabra en ese sentido, aunque no 
llegaron a firmar-, que iban a tener una estabilidad total, no va a ser así. Se les plantea hacer nuevos 
contratos. ¿Y si no firman el contrato? 


Para firmar ese contrato tienen que renunciar a un juicio en el que están reclamando derechos. Creo que el 
hecho de que si no renuncian a este juicio no tienen un nuevo contrato, da la sensación de chantaje, extorsión, 
coacción. Y si no tienen un nuevo contrato, ANTEL se queda con las manos libres para hacer un llamado 
abierto. Esa fue la conclusión del gremio de los guardahilos de mi departamento de este domingo, y es lo que 
llevaron para trasmitir al resto de los guardahilos del departamento y del país: "Si ustedes no renuncian al 
juicio, no firman un nuevo contrato por un año y, por consiguiente, ANTEL está libre de hacer un llamado". 


De alguna manera, creo que esa conducta está imponiendo a estos funcionarios -que ustedes dicen que tienen 
estabilidad laboral- una inestabilidad brutal que les hace sentir que están en la puerta del despido. Es así. Si 
ustedes hacen un llamado, muchos de ellos pueden no quedar adentro. ¿Quién va a hacer la calificación? 
¿Con qué criterios? Se les va a dar un puntaje agregado por haber estado trabajando, pero no es factible que 
se les reconozcan los años trabajados, la preparación que ANTEL les ha dado, las horas que han dejado, y la 
concurrencia al trabajo en días feriados, lo que a nuestro entender es una irregularidad. 


Yo creo que, de alguna manera, bajo ese término, "llamado", se busca una sustitución, según las palabras que 
hemos escuchado esta mañana. Viene en busca de una sustitución porque hay un sentimiento de negativa 
frente a estos funcionarios por su ingreso, por su forma de trabajo al inicio; no hay un buen posicionamiento 
con respecto a esta gente. Es por eso que ese llamado va a sustituir personas que muy posiblemente no tengan 
formación, por otras en las que ANTEL ha hecho una inversión importante. Nos parece que esta sustitución le 
da una inestabilidad muy importante a toda esta gente. 


También hemos escuchado que esta gente se presenta ahora porque el Gobierno cambió, y yo digo que en 
este momento se están presentando a reclamar sus derechos y a expresar su deseo de ser funcionarios de 
ANTEL porque se sienten funcionarios de ANTEL, porque el BPS los considera funcionarios de ANTEL, 
porque SUTEL los considera funcionarios de ANTEL y porque a nosotros se nos pidió el voto para dar a este 
Gobierno del cambio la posibilidad de regularizar a los funcionarios que no lo están. Estaba prohibido el 
ingreso a la función pública, pero el año pasado, a través del Presupuesto Nacional, se dio el aval al Gobierno 
para regularizar esta situación, así como se regulariza a los becarios, porque se considera que son 
funcionarios. Desde los compañeros de la Comisión, desde SUTEL, en la mente de todos estos funcionarios, 
se sabe que son funcionarios de ANTEL. El BPS sabe que son funcionarios de ANTEL y el Banco de 
Seguros reclama que ANTEL tome la responsabilidad que le corresponde en cuanto a su protección laboral. 
Son funcionarios de ANTEL,; lo son hace muchos años 


Si no existía legalmente la forma para que pudieran ingresar, puede que haya sido un error cometido por el 
Partido Colorado durante muchos años y por el Partido Nacional desde 1990 a 1995, pero ahora están las 
armas legales y el Vicepresidente pide leyes. Hay un arma legal por la cual estos funcionarios pueden tener 
estabilidad laboral, regularizar su cargo, y cumplir, de una vez por todas, con un trabajo para el cual el 
Directorio los preparó. 


Lo que pedimos es defender a esta gente, más allá de su ingreso hace mucho tiempo. En el caso de los 
cabineros hace más de treinta años; también hace muchos años que los guardahilos están trabajando en esto. 
ANTEL podría tomar la determinación de que todo aquel que tenga determinados años de trabajo podría 
pasar a ser funcionario y los otros seguir. Todo aquel que tenga tantos años de trabajo puede pasar a ser 
funcionario; los otros pueden plantearlo. Además, pedimos estabilidad laboral para esta gente. Reclamamos 
esto porque la mano del Partido Nacional estuvo alzada para darle al Gobierno la potestad de regularizar esos 
cargos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a retirarme de la Comisión dado que en menos de una hora debo estar en 
el aeropuerto. Por tanto, presidirá el señor Diputado Bentancor. Pido disculpas a quienes nos visitan y 
me despido agradeciéndoles una vez más su colaboración. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bentancor) 
SEÑOR BOTANA.- Quiero decir cuatro frases nada más. 


Lo primero es que funcionario es aquel que ejerce la función pública, por definición. Y el carácter de 
funcionario se reserva al ámbito público y no cabe en el privado. Esto lo conoce mejor que yo el Diputado 
Orrico, que como va a hablar nuevamente, lo vamos a escuchar. 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 


Lo digo para que intervenga. 


La señora Presidenta era funcionaria pública cuando entró por concurso en la época de la dictadura a 
ANTEL, y lo es ahora cuando es Presidente del ente. El señor Presidente de la República era funcionario 
público cuando entró por designación directa de Jorge Pacheco Areco, como lo manifestó el señor Presidente 
de la Comisión, y lo es ahora, que es el primero de los funcionarios públicos de este país. Creo que en ese 
sentido la situación es absolutamente clara. Hay ejercicio de función pública y hay, como lo demuestra 
claramente la señora Diputada Adriana Peña, prueba suficiente de ese tipo de relación laboral y de la 
naturaleza jurídica de esa situación. Y en aras del entendimiento del que hemos estado hablando voy a 
renunciar a introducir temas que podrían ser de discordia y, por supuesto... 


(Murmullos) 


———... he hecho afirmaciones objetivas y ninguna de ellas contrastable. Por lo demás, voy a quedar a lo que 
dispongan los hechos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero dejar una constancia. Ni quien habla, que tuvo la iniciativa de que 
el Directorio de ANTEL se expresara sobre este tema, ni ningún compañero del Partido Nacional habló 
de persecución política. La primera persona que introduce esa expresión en la sesión de hoy ha sido el 
señor Diputado Yanes, que dicho sea de paso pertenece al mismo sector que el Vicepresidente de 
ANTEL. Yo no hablo de persecución política porque no me consta; puedo tener indicios o no, pero no 
me consta. 


Gracias. 


SEÑOR BARREIRO.- Agradezco la presencia de los integrantes del Directorio de ANTEL en esta 
Comisión, con quienes hemos tenido oportunidad de mantener otros contactos. Les agradecemos la 
receptividad que siempre han tenido nuestros planteamientos. 


El objetivo fundamental de esta Comisión es mantener la fuente de trabajo y otorgar estabilidad laboral a los 
funcionarios. Por lo tanto, voy a dejar de lado todo tipo de apreciaciones políticas -las cuales haremos en su 
momento- para dedicarnos exclusivamente al tema puntual para el que se ha hecho esta convocatoria: la 
situación de los guardahilos y de las agencias, cabineros y cabineras de ANTEL, acerca de lo que ya hemos 
conversado algo con la señora Presidenta. 


Celebro que se haya iniciado el camino del diálogo, porque es constructivo, es el que permite confrontar las 
posiciones de cada una de las partes, que defenderán lo que legítimamente entiendan más conveniente para 
sus intereses personales o para el ente. En este sentido, creo que ha sido bueno lo que se ha avanzado. 
Seguramente, nuestra posición era la de lograr el máximo de estabilidad para los funcionarios, lo cual solo se 
obtiene a través del ingreso en la actividad pública mediante la presupuestación. Ojalá que se pudiera lograr 
eso. Nosotros entendemos que hay elementos a considerar que hacen que esta solución sea posible. Me 
refiero a elementos contenidos en el contrato, en la realidad, que hacían pensar que esa era y es la mejor 
solución. Ojalá que se llegue a esa solución porque entendemos que se trata de funciones que son necesarias 
y permanentes para ANTEL. 


Una vez establecido que la persona es la adecuada para ocupar el cargo a través del estudio de su actividad 
laboral, sería bueno que fuera presupuestada por medio de la Ley de Presupuesto, que otorga esa facultad al 
ente una vez estudiado el caso en las Comisiones Bipartitas. 


Esta es nuestra posición. Esperamos que se logre lo mejor para los funcionarios y lo adecuado para el ente, ya 
que importan los intereses de las personas y los del ente, de que efectivamente se realice el mejor trabajo. 


Invitamos al Directorio a continuar en el camino del diálogo que, reitero, es el constructivo. 

Realmente, la estabilidad laboral es la mejor solución para los funcionarios, más allá del camino que hayan 
seguido para ingresar a la Administración. Toda persona, después que está trabajando es un trabajador, 
independientemente de cómo haya ingresado. En este sentido, nuestra posición pasa por defender al máximo 


la estabilidad laboral que se pueda lograr. 


Es todo cuanto tenía que decir. 


SEÑORA SIMÓN.- Voy a responder algunas apreciaciones realizadas por la señora Diputada Peña, 
simplemente en orden de aclarar. 


Creo que también hay alguna confusión. Nunca se planteó una disyuntiva entre renovar contratos y hacer un 
llamado, pues siempre se habló de hacer un llamado. En todo caso, se habló de cuáles serían las condiciones 


en que se haría dicho llamado, y siempre quedó claro que sería abierto a todo el mundo y se consideraría la 
experiencia. 


El llamado se va a hacer, y el sindicato de los guardahilos y el PITCNT manifestaron su acuerdo con las 
condiciones del llamado. 


No hay ningún sentimiento negativo hacia los guardahilos. El hecho de que yo haya dicho que entraron sin 
rendir concurso, es simplemente la comprobación de una realidad. Repito -en general no me gusta reiterar-: la 
prueba de que no hay ningún sentimiento negativo es que se van a presentar como todo el mundo y si tienen 
buenos antecedentes de trabajo, serán considerados como tales. Nadie va a preguntarse de dónde vinieron. 
Sería ridículo preguntarnos eso en este país, en que muchos, si vivimos aquí durante la dictadura, estudiamos 
en ese tiempo. Yo trabajé en ANTEL y estudié durante la dictadura. Creo que enaltece a mis colegas 
universitarios el no haberme cuestionado nunca eso ni habérmelo recordado a la hora de ser Decana de la 
Facultad de Ingeniería en tiempos de democracia. Nadie me dijo: "Usted se recibió durante la dictadura". Me 
parece que así es como tenemos que comportarnos todos los uruguayos. 


Pensamos que si el llamado se hace sobre el oficio que hay que desempeñar, es imposible que los que no 
saben le ganen a los que saben. A lo mejor aparece alguien que se capacitó mucho o que sabe de otro lado. 
Esto puede pasar en cualquier concurso; nadie puede asegurar que no ocurra, pero existe la probabilidad de 
que los que tienen experiencia -que será explícitamente reconocida-, y saben ejercer el oficio, terminen 
ganando. 


También corresponde decir que el guardahilos en particular es una figura muy anterior a la prohibición de 
ingreso a la función pública y que tienen tratamientos complejos por parte del Banco de Previsión Social. 
Pero esos son asuntos del BPS y de esos organismos. Nosotros estamos en conversación con ellos para tratar 
toda una situación que no es coherente en sí misma. Blanquearla y hacer el llamado abierto, con 
consideración de la experiencia, nos parece lo mejor. No hay ningún sentimiento negativo hacia nadie. Eso lo 
puedo asegurar. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿El Directorio considera que los cabineros o los guardahilos cumplen 
mal la función? 


SEÑORA SIMÓN.- Algunos sí y otros no. 


SEÑOR CARVALHO.- Cuando verificamos algún acto de irregularidad en el cumplimiento de las 
obligaciones contractuales de las personas a cargo de agencias o de la tarea de guardahilos, 
naturalmente procedemos como corresponde. En el ejercicio de este Directorio, que yo recuerde hubo 
varios casos de guardahilos cuyos contratos han sido rescindidos por incumplimiento. No recuerdo 
ningún caso de agencias en este sentido, pero si lo hubiera, nos llegase esa la información, se tramitara 
la investigación correspondiente y constatáramos que los hechos son ciertos, sin duda que 
procederíamos a la rescisión de contratos. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me parece muy bien, porque hay medios legales a través de las 
cuales se puede sumariar o sancionar a los que realizan mal la función y de esa manera sacarlos. 
Ahora, ¿qué pecado han cometido los que trabajan bien y tienen que ser sustituidos? Eso es lo que me 
pregunto. ¿Por qué razón hay que sustituir a los que sí están cumpliendo bien la función? El 
organismo puede tomar medidas con las cuales sacar a los que no cumplen bien. ¿Qué necesidad hay 
de hacer un llamado para poner otra gente totalmente distinta, si la que está cumpliendo lo está 
haciendo como corresponde y pueden ser regularizados perfectamente en el cargo que desempeñan? 
No lo entiendo. 


El artículo 7" les da todas las armas para regularizar a los que sí cumplen bien la función. Si pasaran a ser 
funcionarios públicos está la posibilidad de removerlos o sancionarlos a través del Decreto 500 u otro. Esa es 
la razón por la cual no entiendo que haya un llamado total, penando a esta gente que hace muchos años que 
está cumpliendo esta función. 


SEÑOR CARVALHO.- Yo creo que la inquietud de la señora Diputada ha sido contestada 
exhaustivamente a lo largo de la sesión de esta Comisión, pero no tengo inconveniente en tratar de 
sintetizar la respuesta. 


En primer lugar, no consideramos de aplicación la norma incluida en la Ley_N* 17.930 porque creemos que 
los contratos suscritos por los guardahilos y los responsables de agencias no han sido desvirtuados. Por lo 
tanto, por la previsión de la ley presupuestal que se refiere a contratos desvirtuados, al no ser de aplicación en 
el caso, no procede que los sometamos. Si ellos lo consideran, existe un mecanismo legal a través del cual 
pueden presentarse ante la Comisión bipartita, que adoptará la decisión que corresponda. Después el 
Directorio dictará el acto administrativo frente a la sugerencia favorable o contraria que emita la Comisión 
bipartita y, naturalmente, procederán las acciones legales y los recursos ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Entonces, desde el punto de vista del Directorio, esos contratos no han sido desvirtuados y, por consiguiente, 
las personas que están vinculadas por esos contratos no deben ser incluidas en el mecanismo presupuestal de 
regularización a través de los contratos de función pública. Eso en primer lugar. 


En segundo término, no pretendemos sustituir a nadie. Las señoras o señores que se desempeñan como 
agencieros tienen la resolución del Directorio dejando sin efecto la decisión del Directorio anterior, que 
estipulaba que cesaban al terminar el contrato. Esa resolución del Directorio anterior ha sido revocada, no 
tiene en este momento ningún efecto, y tienen la palabra del Directorio de ANTEL de que no está incluido en 
sus políticas la limitación o reducción del número de agencias. Tenemos la convicción de que cumple una 
función social importante, la convicción de que el déficit que provoca el funcionamiento de alguna de esas 
agencias debe ser absorbido por la economía de la empresa, en función de la importante labor social que 
cumple y, por lo tanto, no hay prevista ninguna reducción en el número de agencias. 


En cuanto al llamado público para proveer o vincular a los señores que actualmente se desempeñan como 
guardahilos; eso es lo que nos exige la ley. La Ley N* 17.556 exige que los llamados sean públicos, y como 
integrantes del Directorio de ANTEL no debemos designar más funcionarios sino contratar las personas que 
la empresa necesite para su funcionamiento en régimen de contrato o trabajo a término. Por la situación de 
competencia muy fuerte que enfrenta la empresa, necesitamos flexibilidad, necesitamos ajustar nuestros 
recursos humanos a los verdaderos requerimientos de la empresa y para eso nos resulta mucho más adecuado 
el régimen legal de contrato a término. Los señores guardahilos podrán presentarse al concurso y se les 
reconocerá el mérito a los que se han desempeñado correctamente. En esas condiciones, la mayoría de ellos - 
por no decir la totalidad- serían recontratados. 


Por tanto, no está prevista ninguna sustitución, y mucho menos con carácter masivo, como parece deducirse 
de sus palabras. Creo que se puede trasmitir a los agencieros y guardahilos que por parte del Directorio de 
ANTEL no hay intención de proceder a ninguna sustitución masiva ni reducción de número de puestos de 
trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie hace uso de la palabra, solo nos resta agradecer la presencia del 
Directorio de ANTEL y sus asesores. 


Ha quedado bastante clara la situación planteada. 
(Interrupción del señor Representante Pablo Abdala) 


——_Oportunamente haremos llegar la versión taquigráfica a la Asociación de Guardahilos y a SUTEL, de la 
misma forma que se ha hecho con el Directorio. 


(Se retira de Sala el Directorio de ANTEL) 
——-—Advierto que tenemos pendiente una visita del Intendente Municipal de Artigas, ya que en el día de ayer 
se presentó ADEOM a decir que se había echado a treinta funcionarios. Quizás podríamos coordinar la visita 


para la próxima sesión 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


